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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN DIVERSAS DISPOSICIONES 

DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE LAS NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, EN MATERIA 

DE LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD; A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DE JESÚS PÁEZ 

GÜERECA , INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO. 

La suscrita, Maestra María de Jesús Páez Güereca, diputada federal e integrante 
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXV Legislatura del 
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 
fracción II, y 72, apartado H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, someto a la consideración de este Honorable Congreso la presente  
Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforma, el párrafo segundo del 
artículo 3; la fracción XXVIII del artículo 4; la fracción II del artículo 6; el artículo 8; 
y las fracciones XIX y XX, adicionándose una XXI al artículo 13; todos de la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, al tenor de la siguiente: 

 
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 
I. MARCO TEORICO CONCEPTUAL 
Planteamiento 
 

Las reformas constitucionales a los artículos 4o. y 73 fracción XXIX-P en materia de 
derechos humanos de niñez y adolescencia, publicadas en octubre de 2011, a través de 
las cuales se adicionó el principio del interés superior de la niñez y se otorgó la facultad 
al Congreso de la Unión para expedir leyes en materia de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, respectivamente, impulsaron la expedición de la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (LGDNNA), publicada el 4 de diciembre de 
2014, en el Diario Oficial de la Federación, misma que tiene entre sus objetivos, 
reconocer a niñas, niños y adolescentes como titulares de derechos, de conformidad con 
los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad, en los 
términos que establecen los artículos 1o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, así como garantizar el pleno ejercicio, respeto, protección y 
promoción de sus derechos humanos, entre otros.1 
 
De acuerdo a la Encuesta Intercensal (INEGI, 2015), en México habitan 39.2 millones de 
niñas, niños y adolescentes de 0 a 17 años, lo que en términos relativos representa 
32.8% de la población total en ese año (119 530 753 personas). El número de niños 
menores de 5 años asciende a 10.5 millones, 22.2 millones se encuentran en edad 
escolar (5 a 14 años), en tanto que 6.4 millones son adolescentes de 15 a 17 años. Todas 
y todos requieren de una atención integral en materia de educación, salud y desarrollo 
social. 
  

                                                           
1 Informe de Actividades 2021, Comisión Nacional de los Derechos Humanos. 
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La materialización de las responsabilidades del Estado mexicano, de las familias y la 
sociedad en la protección y salvaguarda de los derechos de niñas, niños y adolescentes, 
enfrenta retos de importante complejidad, tales como aplicar de manera efectiva e 
integral la normativa nacional e internacional; armonizar el marco jurídico en la materia; 
impulsar la implementación de políticas públicas con enfoque de derechos de niñas, 
niños y adolescentes en las que se considere el interés superior de la niñez y 
adolescencia, y la participación activa de este sector; así como continuar con la 
elaboración de lineamientos y protocolos necesarios que orienten la actuación de los 
operadores administrativos y judiciales en la impartición y procuración de justicia, por 
citar algunos, indispensables en la conformación de una estructura institucional sólida 
que responda a las problemáticas que enfrenta la niñez y adolescencia en el país.2 
 

El Estado mexicano, al suscribir la Convención sobre los Derechos del Niño, adquirió el 
compromiso de promover, respetar, proteger y restituir los derechos de niñas, niños y 
adolescentes para así, asegurar su desarrollo integral. Ese instrumento internacional, 
posee efectos vinculantes, por lo que uno de los retos a nivel internacional, es dar 
cumplimiento a las obligaciones adquiridas, sujetarse a la revisión periódica del Comité 
de los Derechos del Niño e implementar el seguimiento permanente de las observaciones 
y recomendaciones que emita. 
 

En este sentido, en México, en esta Cámara de Diputados, uno de los temas pendientes 
en materia de protección de los derechos delas Niñas, Niños y Adolescentes, es el 
derecho a la libertad, en particular la protección del derecho al libre desarrollo de la 
personalidad de la niñez.  
 

Desde la perspectiva meramente jurídica, el libre desarrollo de la personalidad es una 
cuestión de derechos fundamentales. Así mientras mayor sea la protección y ejercicio 
efectivo de derechos de un individuo, mayor será su desarrollo personal. Por ello se 
puede afirmar de acuerdo con el académico mexicano Aguilar Sahagún “en razón de su 
conciencia moral, de su libertad y de su dignidad, el hombre tiene derecho al desarrollo 
de su personalidad que se verifica de forma implícita en el ejercicio de cualquier otro 
derecho”. 
 

Es menester puntualizar que es en Alemania donde se acuña por primera vez en el 
derecho constitucional comparado este concepto, concretamente como derecho 
fundamental autónomo. Específicamente está en la Ley Fundamental de la República 
Federal de Alemana del 23 de mayo de 1949, en su artículo 2.1 estableciendo:  
 

“Toda persona tiene el derecho al libre desarrollo de su personalidad siempre 
que no viole los derechos de otra ni atente contra el orden constitucional o la ley 
moral.” 

                                                           
2 Análisis Situacional de los Derechos Humanos de las Niñas, Niños y Adolescentes, Comisión Nacional de los 
derechos Humanos, México 2021. 
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II. PROBLEMÁTICA 

En materia educativa, México es el país integrante de la Organización para la 
Cooperación y Desarrollo Económico (OCDE) que presenta el nivel de deserción escolar 
más alto, especialmente en los(as) adolescentes de entre 15 y 18 años, siendo las dos 
causas principales de abandono de los estudios, las carencias económicas de sus 
hogares en 52% de los casos, y los embarazos tempranos o las uniones entre parejas 
jóvenes, que representan el 23%. Durante 2000 y 2011, alrededor de 6.5 millones de 
adolescentes y jóvenes dejaron sus estudios.3 
 

El Consejo Nacional de Evaluación de la Política de Desarrollo Social (CONEVAL), en 
2014, señaló que 53.9% (21.4 millones) de la población menor de 18 años se encontraba 
en situación de pobreza. Los indicadores de privación social muestran que, del total de 
población infantil de 0 a 17 años, 74.4% presenta al menos una carencia social, de los 
cuales: 62.6% no tiene acceso a la seguridad social; 27.6% refleja carencias por acceso 
a la alimentación; 16.2% no tiene acceso a los servicios de salud; 24.8% no tiene acceso 
a los servicios básicos en su vivienda, 16.7% tiene carencia en la calidad y en los 
espacios de la vivienda, y 8.0% presenta rezago educativo. 
 

El estudio Pobreza y derechos sociales de niñas, niños y adolescentes en México, 2014, 
realizado por el Consejo Nacional para la Evaluación de la Política de Desarrollo Social 
(CONEVAL) en coordinación con UNICEF, señala que el 54% de la población de 0 a 17 
años carecía de las condiciones mínimas para garantizar el ejercicio de uno o más de 
sus derechos sociales: educación, acceso a la salud, a la seguridad social, a una vivienda 
de calidad y alimentación; además de que el ingreso de su hogar era insuficiente para 
satisfacer sus necesidades básicas. 
  

Durante 2015, cifras del INEGI revelan que 49% de quienes tenían entre 5 y 17 años y 
trabajaban, eran niñas y adolescentes; 7.8% de mujeres adolescentes ha tenido un hijo; 
10.1% de las adolescentes y jóvenes de 15 a 19 años dejó la escuela porque se 
embarazó o tuvo un hijo y 13.1% lo hizo debido a que se casó.  
 

La violencia en los planteles educativos ocupa un lugar importante en los problemas que 
enfrenta la niñez en nuestro país. La Encuesta de Cohesión Social para la Prevención 
de la Violencia y la Delincuencia 2014 del INEGI, encontró que 32.2% de adolescentes 
entre 12 y 18 años sufrieron acoso escolar. Tanto en educación básica, media básica o 
media superior, los conflictos y agresiones entre pares (bullying o ciberbullying), así como 
entre profesores(as) y alumnos(as) son ejemplos claros de cómo la conjunción de 
múltiples factores de vulnerabilidad que afectan en lo individual y colectivo a las niñas, 

                                                           
3 Libre desarrollo de la personalidad en el ámbito de los derechos humanos, Congreso del H. Congreso del estado de México, 

2015. 
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niños, adolescentes y jóvenes, generan violaciones sistemáticas a sus derechos en un 
ámbito que debiera ser de los más seguros para su desenvolvimiento. 

 

En materia de protección de los derechos de las niñas y niños y Adolescentes, la 
ausencia de leyes sobre el reconocimiento y la protección a los menores ha sido un 
obstáculo para el resguardo de los sus derechos; sin embargo, a través de diversas 
reformas esta Cámara de Diputados ha ido construyendo un marco jurídico que permite 
protegerlos de los abusos a los que en muchos casos son sometidos.  
 
De conformidad con lo anterior, es necesaria la protección efectiva de sus derechos 
y sus garantías para que la ley no sea solo declarativa.  
 

III. Fundamento, objeto y argumento jurídico 

Conforme lo anterior, el libre desarrollo de la personalidad es el atributo jurídico general 
de ser persona humana, atributo en el cual se incluyen todos los derechos y 
características indispensables al status jurídico de persona. El desarrollo de la 
personalidad no puede tener lugar si no se reconocen y respetan los derechos inviolables 
inherentes a la persona y por tanto del menor en razón de su dignidad. 
 
Por ello, el objeto de la presente iniciativa con proyecto de decreto es realizar 
diversas reformas y adiciones a la Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes, a efecto de precisar el contenido de la norma jurídica en materia 
de familias, promoción de la cultura de respeto, y establecer de manera clara el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad de las niñas, niños y adolescentes. 
Con ello, se busca evitar vacíos o lagunas jurídicas que lleven a la imprecisión en 
la aplicación de derechos fundamentales de la niñez. 
 
Lo anterior, conforme a los siguientes argumentos y fundamento jurídico: 
 

A nivel internacional, el tema del reconocimiento de los derechos de las niñas, niños y 
adolescentes retomó importancia entre las Naciones cuando la Asamblea General de las 
Naciones Unidas adoptó la Convención sobre los Derechos del Niño (20 de noviembre 
de 1989) otorgándoles protección contra el abuso, descuido y explotación infantil, temas 
que son retomados en la Declaración Mundial sobre la Supervivencia, la Protección y el 
Desarrollo del Niño, adoptada el 30 de septiembre de 1990 en la Cumbre Mundial en 
Favor de la Infancia.  
 
Nuestro país, como miembro de las Naciones Unidas, está obligado a respetar los 
acuerdos y convenciones que deriven de la ONU, de ahí que tras una serie de 
observaciones hechas por la UNICEF (Fondo de Naciones Unidas para la Infancia) 
México ha emprendido una serie de reformas a sus ordenamientos jurídicos con el fin de 
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proteger y resguardar los derechos de los niños; así como proteger el cumplimiento de 
sus garantías individuales y el respeto a su persona contra el maltrato y el abuso sexual.4 
 
Los derechos humanos de niñas, niños y adolescentes están previstos en la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en los tratados internacionales y en las demás 
leyes aplicables, esencialmente en la Convención sobre los Derechos del Niño y en la 
Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes (publicada el 4 de 
diciembre de 2014), la cual reconoce a niñas, niños y adolescentes como titulares de 
derechos y, en su artículo 13, de manera enunciativa y no limitativa.5 
 

En México, el párrafo noveno del artículo 4 constitucional establece: 
 

“En todas las decisiones y actuaciones del Estado se velará y cumplirá con 
el principio del interés superior de la niñez, garantizando de manera plena 
sus derechos. Los niños y las niñas tienen derecho a la satisfacción de sus 
necesidades de alimentación, salud, educación y sano esparcimiento para 
su desarrollo integral. Este principio deberá guiar el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de las políticas públicas dirigidas a la niñez.” 

 
Por su parte, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, en su 
artículo 2, señala: 
 

 Para garantizar la protección de los derechos de niñas, niños y adolescentes, las 
autoridades realizarán las acciones y tomarán medidas, de conformidad con los principios 
establecidos en la presente Ley… 

 
En materia de libre desarrollo de la personalidad, la Ley General de los Derechos de 
Niñas, Niños y Adolescentes, señala: 
 

Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda 
forma de violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores 
condiciones de bienestar y el libre desarrollo de su personalidad. 

 
 

Por otro lado, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha emitido la siguiente: 
Jurisprudencia DIVORCIO NECESARIO. EL RÉGIMEN DE DISOLUCIÓN DEL 
MATRIMONIO QUE EXIGE LA ACREDITACIÓN DE CAUSALES, VULNERA EL 
DERECHO AL LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD (CÓDIGOS DE 
MORELOS, VERACRUZ Y LEGISLACIONES ANÁLOGAS). El libre desarrollo de la 
personalidad constituye la expresión jurídica del principio liberal de “autonomía de la 
persona”, de acuerdo con el cual al ser valiosa en sí misma la libre elección individual de 
planes de vida, el Estado tiene prohibido interferir en la elección de éstos, debiéndose 
limitar a diseñar instituciones que faciliten la persecución individual de esos planes de 

                                                           
4 Fondo de Naciones Unidas para la Infancia, ONU. 
5 Disponible en: https://www.cndh.org.mx/derechos-humanos/derechos-de-las-ninas-ninos-y-adolescentes 
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vida y la satisfacción de los ideales de virtud que cada uno elija, así como a impedir la 
interferencia de otras personas en su persecución.  
 
Sin embargo, no obstante los avances legislativos alcanzados por el H. Congreso de la 
Unión en materia de protección a los derechos de las niñas, niños y adolescentes, la 
legislación aplicable presenta diversos problemas que han llevado, en algunos casos, a 
su inobservancia y falta de aplicación; por ello, la presente iniciativa con proyecto de 
decreto, busca fundamentalmente realizar diversas reformas y adiciones a la Ley 
General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, mediante las cuales se 
precisen diversas disposiciones para garantizar los derechos que en ella se establecen. 
 
IV. Análisis Jurídico  

La Ley General de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes, se refiere al libre 
desarrollo de la personalidad solo como una condición de vida, y no como un derecho, 
el cual está reconocido a nivel internacional y por la SCJN; por ello, es necesario precisar 
en diversas disposiciones de la ley el derecho al libre desarrollo de la personalidad de la 
niñez en México. 
 

En el ordenamiento mexicano, el libre desarrollo de la personalidad es un derecho 
fundamental que permite a los individuos elegir y materializar los planes de vida que 
estimen convenientes, cuyos límites externos son exclusivamente el orden público y los 
derechos de terceros. Sin embargo, la Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y 
Adolescentes, en su parte relativa a derechos y principios es omisa al no establecer el 
derecho al libre desarrollo de la personalidad de las niñas, niños y adolescentes.  
 
La Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, señala: 
 

Artículo 46. Niñas, niños y adolescentes tienen derecho a vivir una vida libre de toda 
forma de violencia y a que se resguarde su integridad personal, a fin de lograr las mejores 
condiciones de bienestar y el libre desarrollo de su personalidad. 

 
Por lo anterior, y para cumplir su objeto, el proyecto propone las siguientes 
modificaciones:  
 

Se propone reformar el segundo párrafo del artículo 3 de la Ley General de los Derechos 
de Niñas, Niños y Adolescentes a efecto de establecer que, las políticas públicas deberán 
contribuir a la formación física, psicológica, económica, social, cultural, ambiental, cívica, 
y al libre desarrollo de la personalidad de niñas, niños y adolescentes. 

Respecto al artículo 4 de la ley, se reforma la fracción XXVIII, relativa al Sistema Nacional 
DIF, para establecer que se debe hacer referencia al desarrollo integral de las “familias” 
y no de la familia.  
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Este tema pareciera ser superficial; sin embargo, es un tema de fondo, ya que la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación ha señalado en diversos precedentes, que el 
concepto de familia no debe referirse a un modelo en especial, sino que obedece a 
distintas realidades sociales; por lo que el concepto de familias refleja de mejor manera 
la interpretación de la Corte.  

Adicionalmente, cabe señalar que, durante el Foro relativo a los derechos de las niñas, 
niños y adolescentes, realizado por la Comisión de Derechos de la Niñez y Adolescencia 
de esta Cámara de Diputados a inicios de 2022, las ponentes representantes de dicho 
órgano y del Sistema Nacional de Protección de Niñas, Niños y Adolescentes, 
coincidieron en la necesidad de la presente reforma. 

Por otro lado, se propone reformar la fracción II del artículo 6 de la ley, para precisar que 
los principios rectores de universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad 
e integralidad, eliminando la parte relativa “de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, conforme a lo dispuesto en los artículos 1o. y 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como en los tratados 
internacionales” ya que el artículo se refiere solo a los principios por lo que resulta 
ocioso o redundante señalar la referencia constitucional. 

Sobre el mismo artículo 6, se reforma la fracción XV para incluir el derecho al desarrollo 
evolutivo y libre desarrollo de la personalidad. 
 
en el artículo 8, se propone sustituir el término “impulsarán” por el de “promoverán, ya 
que los derechos se promueven y las políticas y las acciones se impulsan. 

Finalmente, en el artículo 13, se adiciona la fracción XXI, para establecer el Derecho a 
una alimentación nutritiva, neuronutritiva y suficiente. 

V. Cuadro comparativo 

Ley General de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes 

TEXTO VIGENTE 
DICE 

INICIATIVA 
DEBE DECIR 

Artículo 3. La Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad 
de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, concurrirán 
en el cumplimiento del objeto de esta 
Ley, para el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de políticas 
públicas en materia de ejercicio, respeto, 

Artículo 3. La Federación, las entidades 
federativas, los municipios y las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de 
México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, concurrirán en el 
cumplimiento del objeto de esta Ley, para 
el diseño, ejecución, seguimiento y 
evaluación de políticas públicas en materia 
de ejercicio, respeto, protección y 
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protección y promoción de los derechos 
de niñas, niños y adolescentes, así como 
para garantizar su máximo bienestar 
posible privilegiando su interés superior 
a través de medidas estructurales, 
legales, administrativas y 
presupuestales.  
 
Las políticas públicas deberán contribuir 
a la formación física, psicológica, 
económica, social, cultural, ambiental y 
cívica de niñas, niños y adolescentes 

promoción de los derechos de niñas, niños 
y adolescentes, así como para garantizar 
su máximo bienestar posible privilegiando 
su interés superior a través de medidas 
estructurales, legales, administrativas y 
presupuestales. 

Las políticas públicas deberán contribuir a 
la formación física, psicológica, económica, 
social, cultural, ambiental, [-] cívica, y al 
libre desarrollo de la personalidad de 
niñas, niños y adolescentes. 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, 
se entenderá por: 

I a la XXVII … 

XXVIII. Sistema Nacional DIF: El 
Sistema Nacional para el Desarrollo 
Integral de la familia; 

XXIX y XXX … 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se 
entenderá por: 

I a la XXVII … 

XXVIII. Sistema Nacional DIF: El Sistema 
Nacional para el Desarrollo Integral de las 
Familias; 

XXIX y XXX … 

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de 
esta Ley, son principios rectores, los 
siguientes: 

I. El interés superior de la niñez; 

II. La universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad, progresividad e 
integralidad de los derechos de niñas, 
niños y adolescentes, conforme a lo 
dispuesto en los artículos 1o. y 4o. de la 
Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos así como en los 
tratados internacionales; 

De la III a la XIV … 

XV. El derecho al adecuado desarrollo 
evolutivo de la personalidad. 

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de 
esta Ley, son principios rectores, los 
siguientes: 

I. El interés superior de la niñez; 

II. La universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad, progresividad e integralidad; 
[de los derechos de niñas, niños y 
adolescentes, conforme a lo dispuesto en 
los artículos 1o. y 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos 
así como en los tratados internacionales]  

 

 

De la III a la XIV … 
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XV. [El derecho al] adecuado desarrollo 

evolutivo y libre desarrollo de la 

personalidad. 

Artículo 8. Las autoridades federales, de 
las entidades federativas, municipales y 
de las demarcaciones territoriales de la 
Ciudad de México, en el ámbito de sus 
respectivas competencias, impulsarán la 
cultura de respeto, promoción y 
protección de derechos de niñas, niños y 
adolescentes, basada en los principios 
rectores de esta Ley. 

Artículo 8. Las autoridades federales, de las 

entidades federativas, municipales y de las 

demarcaciones territoriales de la Ciudad de 

México, en el ámbito de sus respectivas 

competencias, [impulsarán] promoverán la 

cultura de respeto, promoción y protección 

de derechos de niñas, niños y 

adolescentes, basada en los principios 

rectores de esta Ley. 

Artículo 13. Para efectos de la presente 
Ley son derechos de niñas, niños y 
adolescentes, de manera enunciativa 
más no limitativa, los siguientes: 

I. XVIII. … 

XIX. Derechos de niñas, niños y 

adolescentes migrantes, y 

XX. Derecho de acceso a las 

Tecnologías de la Información y la 

Comunicación. 

 

Artículo 13. Para efectos de la presente Ley 
son derechos de niñas, niños y 
adolescentes, de manera enunciativa más 
no limitativa, los siguientes: 

I. XVIII. … 

XIX. Derechos de niñas, niños y 

adolescentes migrantes, y 

XX. Derecho de acceso a las Tecnologías 

de la Información y la Comunicación, y 

XXI. Derecho a una alimentación 

nutritiva, neuronutritiva y suficiente. 

VI. Denominación del Proyecto de Decreto y Régimen Transitorio  

Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita Mtra. María de Jesús Páez Güereca, 
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario del PT, someto a la consideración 
del Pleno de esta Honorable Cámara de Diputados, la presente Iniciativa con Proyecto 
de decreto, para quedar como sigue: 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 
DE LA LEY GENERAL DE LOS DERECHOS DE NIÑAS, NIÑOS Y ADOLESCENTES, 
EN MATERIA DE FAMILIAS Y LIBRE DESARROLLO DE LA PERSONALIDAD. 
 

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma, el párrafo segundo del artículo 3; la fracción XXVIII 
del artículo4; la fracción II del artículo 6; el artículo 8; y las fracciones XIX y XX, 
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adicionándose una fracción XXI al artículo 13; todos de la Ley General de los 
Derechos de Niñas, Niños y Adolescentes, para quedar como sigue: 

Artículo 3. La Federación, las entidades federativas, los municipios y las demarcaciones 
territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas competencias, 
concurrirán en el cumplimiento del objeto de esta Ley, para el diseño, ejecución, 
seguimiento y evaluación de políticas públicas en materia de ejercicio, respeto, 
protección y promoción de los derechos de niñas, niños y adolescentes, así como para 
garantizar su máximo bienestar posible privilegiando su interés superior a través de 
medidas estructurales, legales, administrativas y presupuestales. 

Las políticas públicas deberán contribuir a la formación física, psicológica, económica, 
social, cultural, ambiental, cívica, y al libre desarrollo de la personalidad de niñas, 
niños y adolescentes. 

Artículo 4. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I a la XXVII … 

XXVIII. Sistema Nacional DIF: El Sistema Nacional para el Desarrollo Integral de las 
Familias 

XXIX y XXX … 

Artículo 6. Para efectos del artículo 2 de esta Ley, son principios rectores, los siguientes: 

I. El interés superior de la niñez; 

II. La universalidad, interdependencia, indivisibilidad, progresividad e integralidad;  

De la III a la XIV... 

XV. Adecuado desarrollo evolutivo y libre desarrollo de la personalidad. 
 
Artículo 8. Las autoridades federales, de las entidades federativas, municipales y de las 
demarcaciones territoriales de la Ciudad de México, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, promoverán la cultura de respeto, promoción y protección de derechos 
de niñas, niños y adolescentes, basada en los principios rectores de esta Ley. 
 

Artículo 13. Para efectos de la presente Ley son derechos de niñas, niños y 
adolescentes, de manera enunciativa más no limitativa, los siguientes: 

I. XVIII. … 
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XIX. Derechos de niñas, niños y adolescentes migrantes,  

XX. Derecho de acceso a las Tecnologías de la Información y la Comunicación, y 

XXI. Derecho a una alimentación nutritiva, neuronutritiva y suficiente. 

Transitorios 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 2 de septiembre de 2022 
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON 

DISCAPACIDAD, EN MATERIA DE CONSULTA EN TÉRMINOS DE LA CONVENCIÓN SOBRE LOS 

DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD; A CARGO DE LA DIPUTADA MARÍA DE JESÚS 

PÁEZ GÜERECA, INTEGRANTE DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO DEL TRABAJO. 

La suscrita, Maestra María de Jesús Páez Güereca, diputada federal e integrante 
del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo en la LXV Legislatura del 
Honorable Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71, 
fracción II, y 72, apartado H, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 
artículos 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del Reglamento de la Cámara 
de Diputados, someto a la consideración de este Honorable Congreso la presente  
Iniciativa con Proyecto de Decreto, por el que se reforma la fracción XI y XII del 
artículo 5; la fracción IV del artículo 6; se adiciona un quinto párrafo al artículo 4; 
y las fracciones XIII, XIV y XV al artículo 5; todos de la Ley General para la Inclusión 
de las Personas con Discapacidad, al tenor de la siguiente: 
 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 
 

I. Marco teórico conceptual 
Planteamiento 
A nivel mundial se ha desarrollado un movimiento en defensa de los derechos de las 
personas con discapacidad; basándose en el principio universal de la igualdad de todos 
los seres humanos, que puede concretarse en la idea de  no discriminación, que 
establece la obligación del Estado y de la sociedad de no hacer distinciones entre las 
personas; concediéndoles derechos o privilegios, ya que estas actitudes diferenciales de 
trato, no pueden ni deben ser motivados, esencialmente por criterios simplistas de raza, 
religión, sexo, origen social o capacidades culturales, mentales o físicas. 
 

Los derechos de las personas con discapacidad han sido objeto de atención en las 
Naciones Unidas y en otras organizaciones internacionales desde mediados del siglo 
XX, pero el interés y la demanda social por este tema se fue incrementando a partir de 
la década de los setenta, lo que culminó con la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad, aprobada por la Asamblea de las Naciones Unidas el 13 de 
diciembre de 2006. Esta convención es el tratado de derechos humanos que se ha 
negociado con mayor rapidez y es el primero en su tipo en el siglo XXI. Además, fue 
resultado de una amplia y activa participación de organizaciones de la sociedad civil de 
y para personas con discapacidad y representa la reacción de la comunidad ante el largo 
historial de discriminación, exclusión y deshumanización de las personas con 
discapacidad1 

                                                           
1 Construyendo alianzas para el ejercicio pleno de los derechos de las personas con discapacidad, Consejo Nacional 
para las Personas con Discapacidad, México 2009. 
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La visión basada en el modelo social de la discapacidad introduce el estudio de la 
interacción entre una persona con discapacidad y su ambiente; principalmente el papel 
de una sociedad en definir, causar, superar o mantener la discapacidad dentro de la 
misma. Por lo tanto, el manejo de la discapacidad requiere de la actuación social y es 
responsabilidad colectiva de la sociedad hacer las modificaciones necesarias para lograr 
la inclusión y participación plena de las personas con discapacidad en todas las áreas 
de la vida social. Bajo este modelo, la atención de la discapacidad se trata de una 
cuestión de derechos humanos y de un asunto de política pública. El principio general de 
no discriminación, aceptado universalmente, implica en la mayoría de los textos 
Constitucionales y tratados internacionales, la exclusión de todo trato desigual, que de 
ninguna manera puede justificarse en el marco de la Ley, ni en la vigencia de la 
Constitución.   
 

Durante muchos años la Comunidad Internacional como nuestro propio país han tratado 
la problemática de las Personas con Discapacidad, desde diferentes enfoques, 
sobresaliendo principalmente dos de ellos: el Asistencialista, y el enfoque de Integración, 
que ve a las personas con discapacidad como sujetos de derechos y obligaciones, con 
necesidades específicas para el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus 
obligaciones. 
 
II. Problemática 
 

La principal barrera que padecen las personas con discapacidad son los impedimentos 
sociales, culturales, económicos, jurídicos y de movilidad, entre otros, que dificultan su 
plena integración. Por años, este sector se ha enfrentado a limitaciones y desventajas 
para acceder a la educación, al empleo, a la protección social, a la salud, a la cultura, a 
los medios de transporte, a la información, a la vida política, así como a otros derechos 
básicos como formar una familia, disfrutar de la sexualidad, ejercer el derecho al voto o 
disfrutar de la vida social. 
 

En nuestro país la mayoría de la población con discapacidad es víctima de discriminación 
y a menudo se encuentra al margen del ejercicio de sus derechos humanos consagrados 
en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Además, más del 60% de 
la población con discapacidad se encuentra en los niveles más bajos de ingreso de los 
hogares del país, lo que muestra la grave vulnerabilidad de este grupo. 
 

Consejo Nacional para Prevenir la Discriminación y el Observatorio Ciudadano por la 
Discapacidad en México, revelan que el 94.4% de las y los mexicanos con discapacidad 
en México son discriminados y tienen limitaciones para acceder en igualdad de 
condiciones a derechos básicos que garantizan un pleno desarrollo y la satisfacción de 
diversas necesidades. 
 

Esta problemática, se agudiza y profundiza ante la falta de medidas incluyentes que les 
permitan ser la voz de sus propias necesidades. Asimismo, la falta de mecanismos de 
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consulta en la toma de decisiones legislativas y de política pública entre otras, 
profundizan el escenario de discriminación y permean de ineficiencia y eficacia las 
medidas adoptadas y establecidas para atender la problemática de este sector de la 
población. 
 
En este sentido, las personas con discapacidad participaron plenamente y 
desempeñaron un papel determinante en la negociación, elaboración y redacción de la 
Convención Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, con el 
lema “nada sobre nosotros sin nosotros”. Esto llevó a que, en este instrumento se 
plasmara como principio general para su aplicación, su participación genuina y efectiva, 
y se estableciera la obligación de las autoridades de celebrar consultas estrechas y 
colaborar activamente con las personas con discapacidad, en todos los asuntos que les 
afecten. 
 

Sin embargo, en México, la legislación aplicable y en específico la a Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad, no establecen de manera clara y específica 
mecanismos para garantizar el derecho de consulta a las personas con discapacidad 
sobre los temas y problemática que les afecta tal como lo establece la Convención sobre 
los Derechos de las Personas con Discapacidad.  
 

Es importante reconocer los efectos positivos en los procesos de adopción de decisiones 
y la necesidad de asegurar la integración y participación de las personas con 
discapacidad, a través de las organizaciones que las representan, en todos los procesos 
de toma de decisiones que les involucren, sobre todo por las experiencias que han vivido 
y su mayor conocimiento en los derechos que deben hacerse efectivos.2 
 

A pesar de que nuestro país ha ratificado la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad y que en la última década se han implementado acciones y 
medidas legislativas y administrativas para asegurar y promover, sin discriminación, el 
pleno ejercicio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales de las 
personas con discapacidad; la discriminación por motivo de discapacidad, su falta de 
participación en la toma de decisiones en medidas legislativas y de gobierno, continúan 
siendo fenómenos de discriminación que enfrentan las personas con discapacidad. 
 
III. Fundamento, objeto y argumento jurídico 
 
El 13 de diciembre de 2006, la Asamblea General de la Organización de las Naciones 
Unidas adoptó, mediante la resolución 61/106, la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad. 
 
El 27 de febrero de 2007, el pleno del Senado de la República, aprobó la Convención 
sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad, mismo que entró en vigor 

                                                           
2 Cartilla-pcd-participacion.pdf Disponible en: https://bit.ly/2UtDAu1 
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el 3 de mayo de 2008, con el objetivo de promover el respeto de los derechos, la 
dignidad y la oportunidad para el desarrollo integral de las personas con discapacidad. 
El artículo primero de la Convención sobre los derechos de las personas con 
discapacidad señala que su propósito es: promover, proteger y asegurar el goce 
pleno y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y libertades 
fundamentales por todas las personas con discapacidad, y promover el respeto de 
su dignidad inherente. 
 
El párrafo segundo establece que, las personas con discapacidad incluyen a aquellas 
que tengan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o sensoriales a largo plazo que, 
al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su participación plena y efectiva en 
la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.  
 

El artículo 4, numeral 3, señala: 
 

En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente Convención, y en otros procesos de adopción de 
decisiones sobre cuestiones relacionadas con las personas con 
discapacidad, los Estados Partes celebrarán consultas estrechas y 
colaborarán activamente con las personas con discapacidad, 
incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las 
organizaciones que las representan. 
 

Por otra parte, el artículo 12 establece el reconocimiento de la personalidad jurídica 
de las personas con discapacidad y su reconocimiento ante la ley. 
 
Finalmente, se reconoce en el artículo 29, el derecho a la participación en la vida 
política. Señalando que: 
 

“Los Estados Partes garantizarán a las personas con discapacidad los 
derechos políticos y la posibilidad de gozar de ellos en igualdad de 
condiciones con las demás y se comprometerán a: 
a. Asegurar que las personas con discapacidad puedan participar plena 
y efectivamente en la vida política y pública en igualdad de condiciones 
con las demás, directamente o a través de representantes libremente 
elegidos, incluidos el derecho y la posibilidad de las personas con 
discapacidad a votar y ser elegidas…”. 
 

Por su parte, la Constitución Política de los estados Unidos Mexicanos establece en su 
artículo primero, párrafo quinto que,  
 

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o 
nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las 
condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias 
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sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad 
humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y 
libertades de las personas.   
 

Finalmente, el artículo 1 de la Ley General para la Inclusión de las Personas con 
Discapacidad, establece que, su objeto es reglamentar en lo conducente, el Artículo 1o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos estableciendo las 
condiciones en las que el Estado deberá promover, proteger y asegurar el pleno 
ejercicio de los derechos humanos y libertades fundamentales de las personas 
con discapacidad, asegurando su plena inclusión a la sociedad en un marco de 
respeto, igualdad y equiparación de oportunidades. 
 
De acuerdo a lo anterior, cabe mencionar que el antecedente legislativo que motiva la 
presente iniciativa con proyecto de decreto, es el ACUERDO DE LAS COMISIONES DE 
EDUCACIÓN Y ATENCIÓN A GRUPOS VULNERABLES POR EL QUE SE ESTABLECE 
EL PROCEDIMIENTO PARA LA ATENCIÓN A LA ACCIÓN DE 
INCONSTITUCIONALIDAD 121/2019, EN MATERIA DE CONSULTA A PERSONAS 
CON DISCAPACIDAD, aprobado el 22 de julio del año en curso por las referidas 
comisiones.  
 
El acuerdo de referencia establece que: 
El Tribunal en Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha establecido los 
antecedentes de la consulta a personas con discapacidad en las acciones de 
inconstitucionalidad 1/2017, 68/2018, 41/2018 y su acumulada 42/2018, 201/2020 y 
212/2020; apegados a lo establecido por la Convención sobre los Derechos de las 
Personas con Discapacidad.  
 
En los resolutivos de la Sentencia de la Acción de Inconstitucionalidad con expediente 
121/2019 se establece:  

TERCERO. Se declara la invalidez de los artículos 56, 57 y 58 -Capítulo VI “De 
educación indígena”- , así como del 61 al 68 -Capítulo VIII “De la educación 
inclusiva”- de la Ley General de Educación, expedida mediante decreto publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el treinta de septiembre de dos mil diecinueve, 
en los términos del considerando sexto de esta determinación.  
CUARTO. La declaratoria de invalidez decretada surtirá sus efectos a los 
dieciocho meses siguientes a la notificación de estos puntos resolutivos al 
Congreso de la Unión, en la inteligencia de que, dentro del referido plazo, previo 
desarrollo de la respectiva consulta a los pueblos y comunidades indígenas y 
afromexicanas, así como a las personas con discapacidad, dicho Congreso 
deberá legislar en las materias de educación indígena y de educación inclusiva, 
en los términos precisados en el considerando octavo de esta sentencia. 
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De acuerdo con el resolutivo SEXTO de la sentencia de la acción de inconstitucionalidad 
121/2019, se contempla que a través de las acciones de inconstitucionalidad 33/2015, 
41/2018 y su acumulado 42/2018, emitidos el 18 de febrero de 2016 y 21 de abril de 
2020, respectivamente, el Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
ya ha considerado los elementos mínimos sobre como formular una consulta a personas 
con discapacidad, resolviendo las siguientes características que deberán implementarse 
para dar cumplimiento al mandato judicial en cuestión. 
• Previa, pública y abierta.  
• Accesible  
• Preferentemente directa 
• Informada.  
• Regular y significativa  
• Participación efectiva.  
 
Por lo anterior, el objeto de la presente iniciativa con proyecto de decreto es 
reformar la  Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad a 
efecto de establecer mecanismos de consulta y la participación de las personas 
con discapacidad en la elaboración y aplicación de legislación y políticas para 
relacionadas con dicha ley y en otros procesos de adopción de decisiones sobre 
cuestiones relacionadas con las propias personas con discapacidad; 
estableciendo la obligación para que el Congreso de la Unión, los Congresos 
locales y la Legislatura de la Ciudad de México, celebren consultas estrechas y 
colaboren activamente con las personas con discapacidad. 
 
En este orden de ideas, se propone realizar modificaciones a la Ley General para la 
Inclusión de las Personas con Discapacidad, de acuerdo al siguiente análisis.  
 
IV. ANÁLISIS JURÍDICO 
 
Para conseguir el objeto de la presente iniciativa, propone lo siguiente: 
 
El artículo cuarto de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 
establece que: las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos que 
establece el orden jurídico mexicano, sin distinción de origen étnico, nacional, género, 
edad, o un trastorno de talla, condición social, económica o de salud, religión, opiniones, 
estado civil, preferencias sexuales, embarazo, identidad política, lengua, situación 
migratoria o cualquier otro motivo u otra característica propia de la condición humana o 
que atente contra su dignidad y que la Administración Pública, de conformidad con 
su ámbito de competencia, impulsará el derecho a la igualdad de oportunidades 
de las personas con discapacidad. 
 
De acuerdo a lo anteriormente señalado, la presente iniciativa propone adicionar un 
quinto párrafo al artículo cuarto de la Ley General para la Inclusión de las Personas 
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con Discapacidad, a efecto de establecer mecanismos de consulta y participación 
en la elaboración y aplicación de legislación y políticas relacionadas con la propia 
ley, así como en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones 
relacionadas con las propias personas con discapacidad.  
 
Se propone que el Congreso de la Unión, los Congresos locales y la Legislatura de la 
Ciudad de México, celebren consultas estrechas y colaboren activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de 
las organizaciones que las representan. 
 
Todo lo anterior, en términos de lo establecido por el artículo 4, numeral 3, de la 
Convención sobre los derechos de las personas con discapacidad.  
 
Respecto al artículo 5, se propone adicionar, los principios de universalidad, 
interdependencia, indivisibilidad, y progresividad; Libre desarrollo de la 
personalidad; y Pro persona. 
 
Finalmente, sobre el artículo 6, se reforma la fracción IV para sustituir el término 
igualdad de oportunidades, por el de igualdad sustantiva; lo anterior, a efecto de 
precisar el alcance de dicha fracción. 
 
Todo lo anterior, de acuerdo al siguiente: 
 
V. Cuadro comparativo 
 

TEXTO VIGENTE 
DICE 

INICIATIVA 
DEBE DECIR 

Artículo 4. Las personas con 
discapacidad gozarán de todos los 
derechos que establece el orden jurídico 
mexicano, sin distinción de origen étnico, 
nacional, género, edad, o un trastorno de 
talla, condición social, económica o de 
salud, religión, opiniones, estado civil, 
preferencias sexuales, embarazo, 
identidad política, lengua, situación 
migratoria o cualquier otro motivo u otra 
característica propia de la condición 
humana o que atente contra su dignidad. 
Las medidas contra la discriminación 
tienen como finalidad prevenir o corregir 
que una persona con discapacidad sea 
tratada de una manera directa o indirecta 

Artículo 4. Las personas con discapacidad 
gozarán de todos los derechos que 
establece el orden jurídico mexicano, sin 
distinción de origen étnico, nacional, 
género, edad, o un trastorno de talla, 
condición social, económica o de salud, 
religión, opiniones, estado civil, 
preferencias sexuales, embarazo, identidad 
política, lengua, situación migratoria o 
cualquier otro motivo u otra característica 
propia de la condición humana o que atente 
contra su dignidad. Las medidas contra la 
discriminación tienen como finalidad 
prevenir o corregir que una persona con 
discapacidad sea tratada de una manera 
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menos favorable que otra que no lo sea, 
en una situación comparable. 
Las medidas contra la discriminación 
consisten en la prohibición de conductas 
que tengan como objetivo o 
consecuencia atentar contra la dignidad 
de una persona, crear un entorno 
intimidatorio, hostil, degradante u 
ofensivo, debido a la discapacidad que 
ésta posee. 
Las acciones afirmativas positivas 
consisten en apoyos de carácter 
específico destinados a prevenir o 
compensar las desventajas o dificultades 
que tienen las personas con 
discapacidad en la incorporación y 
participación plena en los ámbitos de la 
vida política, económica, social y 
cultural. 
Para efectos del párrafo anterior, la 
Administración Pública, de conformidad 
con su ámbito de competencia, 
impulsará el derecho a la igualdad de 
oportunidades de las personas con 
discapacidad, el pleno desarrollo, 
adelanto y empoderamiento de las 
mujeres, a través del establecimiento de 
medidas contra la discriminación y 
acciones afirmativas positivas que 
permitan la inclusión social de las 
personas con discapacidad. Será 
prioridad de la Administración Pública 
adoptar medidas de acción afirmativa 
positiva para aquellas personas con 
discapacidad que sufren un grado mayor 
de discriminación, como son las mujeres, 
las personas con discapacidad con 
grado severo, las que viven en el área 
rural, o bien, no pueden representarse a 
sí mismas.  

directa o indirecta menos favorable que otra 
que no lo sea, en una situación comparable. 
 
… 
 
 
 
… 
 
 
 
 
… 
 
En la elaboración y aplicación de 
legislación y políticas para hacer 
efectiva la presente ley, y en otros 
procesos de adopción de decisiones 
sobre cuestiones relacionadas con las 
personas con discapacidad, el 
Congreso de la Unión, los Congresos 
locales y la Legislatura de la Ciudad de 
México, celebrarán consultas estrechas 
y colaborarán activamente con las 
personas con discapacidad, incluidos 
los niños y las niñas con discapacidad, 
a través de las organizaciones que las 
representan. 
 

Artículo 5. Los principios que deberán 
observar las políticas públicas, son: 
 

Artículo 5. Los principios que deberán 
observar las políticas públicas, son: 
I a la X … 
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I a la X … 
  
XI. La transversalidad, y 
XII. Los demás que resulten aplicables. 

XI. La transversalidad, y  
XII. Universalidad, interdependencia, 
indivisibilidad, y progresividad; 
XIII. Libre desarrollo de la personalidad; 
XIV. Pro persona; y 
XV. Los demás que resulten aplicables. 

Artículo 6. Son facultades del Titular del 
Poder Ejecutivo Federal en materia de 
esta Ley, las siguientes:  
I a la III… 
IV. Establecer y aplicar las políticas 
públicas a través de las dependencias y 
entidades del Gobierno Federal, que 
garanticen la equidad e igualdad de 
oportunidades a las personas con 
discapacidad; 
V a la XIII … 

Artículo 6. Son facultades del Titular del 
Poder Ejecutivo Federal en materia de esta 
Ley, las siguientes:  
I a la III…  
IV. Establecer y aplicar las políticas 
públicas a través de las dependencias y 
entidades del Gobierno Federal, que 
garanticen la equidad e igualdad 
sustantiva a las personas con 
discapacidad; 
V a la XIII … 

 
VI. Denominación del Proyecto de Decreto y Régimen Transitorio  
 
Por lo anteriormente expuesto y fundado, la suscrita Mtra. María de Jesús Páez Güereca, 
diputada federal, integrante del Grupo Parlamentario del PT, someto a la consideración 
del Pleno de esta Honorable Cámara de Diputados, la presente Iniciativa con Proyecto 
de decreto, para quedar como sigue: 
 
DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN Y ADICIONAN DIVERSAS DISPOSICIONES 
DE LA LEY GENERAL PARA LA INCLUSIÓN DE LAS PERSONAS CON 
DISCAPACIDAD; EN MATERIA DE CONSULTA DE CONFORMIDAD CON LA 
CONVENCIÓN SOBRE LOS DERECHOS DE LAS PERSONAS CON DISCAPACIDAD. 
 
ARTÍCULO ÚNICO. Se reforma la fracción XI y XII del artículo 5; la fracción IV del 
artículo 6; se adiciona un quinto párrafo al artículo 4; y las fracciones XIII, XIV y XV al 
artículo 5; todos de la Ley General para la Inclusión de las Personas con Discapacidad, 
para quedar como sigue: 
 
Artículo 4. Las personas con discapacidad gozarán de todos los derechos que establece 
el orden jurídico mexicano, sin distinción de origen étnico, nacional, género, edad, o un 
trastorno de talla, condición social, económica o de salud, religión, opiniones, estado civil, 
preferencias sexuales, embarazo, identidad política, lengua, situación migratoria o 
cualquier otro motivo u otra característica propia de la condición humana o que atente 
contra su dignidad. Las medidas contra la discriminación tienen como finalidad prevenir 
o corregir que una persona con discapacidad sea tratada de una manera directa o 
indirecta menos favorable que otra que no lo sea, en una situación comparable. 
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… 
… 
… 
En la elaboración y aplicación de legislación y políticas para hacer efectiva la 
presente ley, y en otros procesos de adopción de decisiones sobre cuestiones 
relacionadas con las personas con discapacidad, el Congreso de la Unión, los 
Congresos locales y la Legislatura de la Ciudad de México, celebrarán consultas 
estrechas y colaborarán activamente con las personas con discapacidad, 
incluidos los niños y las niñas con discapacidad, a través de las organizaciones 
que las representan. 
 
Artículo 5. Los principios que deberán observar las políticas públicas, son: 
I a la X … 
XI. La transversalidad, y  
XII. Universalidad, interdependencia, indivisibilidad, y progresividad; 
XIII. Libre desarrollo de la personalidad; 
XIV. Pro persona; y 
XV. Los demás que resulten aplicables. 
 
Artículo 6. Son facultades del Titular del Poder Ejecutivo Federal en materia de esta Ley, 
las siguientes:  
I a la III…  
IV. Establecer y aplicar las políticas públicas a través de las dependencias y entidades 
del Gobierno Federal, que garanticen la equidad e igualdad sustantiva a las personas 
con discapacidad; 

V a la XIII … 

Transitorios 

ÚNICO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el 
Diario Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a  02 de septiembre de 2022 

 



 

 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

LOS ARTÍCULOS 2°, 99 y 115 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 

ESTADOS UNIDOS MEXICANOS EN MATERIA DE COMUNIDADES Y 

PUEBLOS INDÍGENAS 

 

El que suscribe, Hirepan Maya Martínez, diputado federal de la LXV Legislatura de la 

Cámara de Diputados e integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de la 

facultad que le confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos y con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, pone a consideración de la Cámara de Diputados 

del honorable Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que 

reforma y adiciona los artículos 2°, 99 y 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos en materia de comunidades y pueblos indígenas al tenor de la siguiente 

Exposición de motivos 

Esta propuesta de reforma electoral de orden constitucional es formulada por el Frente 

por la Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas y el Colectivo Emancipaciones, 

la cual es presentada por el diputado federal Hirepan Maya Martínez. 

Las luchas de los pueblos indígenas por el reconocimiento y garantía de nuestros derechos, 

tuvo uno de sus episodios más importantes con la reforma constitucional de 2011 en materia 

de derechos humanos. El centro de estas luchas ha estado históricamente en el derecho a la 

libre determinación, y concretamente el autogobierno como dimensión política. Si bien este 

derecho se reconoció en la Constitución federal en el 2001, esa reforma al artículo 2º 

constitucional traicionó los Acuerdos de San Andrés firmados entre el gobierno federal y el 

Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). El reconocimiento de los pueblos y 

comunidades como entidades de interés público y no de derecho público, aunado al mandato 

de que los derechos otorgados en el artículo 2º constitucional deberían ser reglamentados en 

leyes secundarias emitidas por los congresos locales, fueron entre otros elementos los 

principales obstáculos para la garantía efectiva del derecho al autogobierno indígena. 



 

 

Sin embargo, en 2011 tras la reforma constitucional de derechos humanos, por primera vez 

uno de los máximos tribunales constitucionales del Estado, la Sala Superior del Tribunal 

Electoral del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), realizó un control de convencionalidad 

y constitucionalidad que le llevó a reconocer y garantizar el derecho a la libre determinación, 

autonomía y autogobierno en un contexto donde este derecho no se encontraba regulado en 

la legislación local. Es el conocido como “caso Cherán”. Esta comunidad indígena, asentada 

en la cabecera del municipio homónimo, mediante el juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano SUP-JDC-9167/2011, logró que se reconociera su derecho 

a la libre determinación, autonomía y autogobierno, concretamente para poder elegir una 

estructura tradicional de autoridades que gobernaran el municipio, mediante elecciones por 

usos y costumbres sin partidos políticos. Entre los criterios que se desprendieron de este 

asunto, resaltan los siguientes: 

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 19/2014 

COMUNIDADES INDÍGENAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE 

AUTOGOBIERNO.- De la interpretación de los artículos 2, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 2, apartado 2, inciso b), 4, apartado 1, 5, inciso b), y 8 del Convenio sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes; 4, 5 y 20 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas, se desprende que las citadas comunidades tienen derecho a participar sin discriminación 

alguna, en la toma de decisiones en la vida política del Estado, a través de representantes electos por ellos de 

acuerdo con sus procedimientos. En este sentido, el derecho de autogobierno como manifestación concreta de 

la autonomía comprende: 1) El reconocimiento, mantenimiento y defensa de la autonomía de los citados pueblos 

para elegir a sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres y respetando los derechos 

humanos de sus integrantes; 2) El ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus 

normas, procedimientos y prácticas tradicionales, a efecto de conservar y reforzar sus instituciones políticas y 

sociales; 3) La participación plena en la vida política del Estado, y 4) La intervención efectiva en todas las 

decisiones que les afecten y que son tomadas por las instituciones estatales, como las consultas previas con los 

pueblos indígenas en relación con cualquier medida que pueda afectar a sus intereses. Así, el autogobierno de 

las comunidades indígenas constituye una prerrogativa fundamental, indisponible para las autoridades y, por 

tanto, invocable ante los órganos jurisdiccionales para su respeto efectivo a través del sistema de medios de 

impugnación en materia electoral. 

Quinta Época: 



 

 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1740/2012 .—Actor: 

Bruno Plácido Valerio.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral del Estado de 

Guerrero.—13 de marzo de 2013.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Ángel Eduardo Zarazúa Alvizar, Fernando Ramírez Barrios y 

Emilio Zacarías Gálvez. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-325/2014 .—Actores: 

Joaquín Santiago y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana de Oaxaca.—2 de abril de 2014.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Manuel González 

Oropeza.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Julio Antonio Saucedo Ramírez y Martín Juárez 

Mora. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veinticuatro de septiembre de dos mil catorce, aprobó 

por mayoría de cuatro votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 7, Número 14, 2014, páginas 24, 25 y 26. 

  

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Tesis XLII/2011 

USOS Y COSTUMBRES. A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL CORRESPONDE 

CONSULTAR A LA COMUNIDAD, SI OPTA POR CELEBRAR ELECCIONES BAJO ESE 

RÉGIMEN Y SOMETER EL RESULTADO AL CONGRESO DEL ESTADO.- De la interpretación 

sistemática de los artículos 1º, 2º, párrafo quinto, apartado A, fracción III, 41, 115, 122 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1º, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1º, del 

Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 5, incisos a) y b), 7, párrafo 1, 8, párrafo 

2, del Convenio número 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

en Países Independientes; 4, 5, 20 y 33 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas, se advierte que los integrantes de las comunidades indígenas tienen derecho a elegir sus 

autoridades, en conformidad con sus normas, procedimientos y prácticas tradicionales, en este sentido y a falta 

de desarrollo legislativo, la autoridad administrativa electoral debe realizar las consultas respectivas a la 

comunidad, para determinar si la mayoría de sus integrantes opta por celebrar elecciones por el sistema de usos 

y costumbres, cuyo resultado deberá someterse al Congreso del Estado, a fin de que emita el decreto que 

conforme a derecho corresponda. Dichas consultas deben: a) surgir de la colectividad indígena y del 

consentimiento libre de sus integrantes; b) respetar los derechos humanos y aplicar el criterio de mayoría; c) ser 

democráticas y equitativas, a fin de que participe el mayor número de integrantes de la comunidad; d) responder 

a las necesidades identificadas por los propios pueblos; e) practicarse en forma pacífica; f) proporcionar en 



 

 

forma recíproca todos los datos y la información necesaria, entre la comunidad y la propia autoridad, para la 

realización, contenidos y resultados conforme a las prácticas tradicionales; y, g) las medidas adoptadas deben 

gestionarse por los mismos interesados. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el catorce de diciembre de dos mil once, aprobó por mayoría 

de de cuatro votos la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 4, Número 9, 2011, páginas 72 y 73. 

  

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 12/2013 

COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA 

RECONOCER A SUS INTEGRANTES.- De la interpretación sistemática de los artículos 2º, párrafo quinto 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del Convenio número 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 3, 4, 9 y 

32 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, se desprende que 

este tipo de comunidades tienen el derecho individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias 

características e identidades, así como a reconocer a sus integrantes como indígenas y a ser reconocidas como 

tales. Por tanto, el hecho de que una persona o grupo de personas se identifiquen y autoadscriban con el carácter 

de indígenas, es suficiente para considerar que existe un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de 

otra índole con su comunidad y que, por tanto, deben regirse por las normas especiales que las regulan. Por ello, 

la autoadscripción constituye el criterio que permite reconocer la identidad indígena de los integrantes de las 

comunidades y así gozar de los derechos que de esa pertenencia se derivan. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-61/2012 .—Actores: 

Juan Fabían Juárez y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán.—



 

 

20 de enero de 2012.—Unanimidad de cinco votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Secretarios: 

Javier Ortiz Flores, Julio César Cruz Ricárdez y Juan Carlos Silva Adaya. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-193/2012 .—Actores: 

Rubén Samuel Guevara Barrios y otro.—Responsables: Comisión Nacional de Garantías del Partido de la 

Revolución Democrática y otra.—29 de febrero de 2012.—Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen 

Alanis Figueroa.—Secretario: Juan Antonio Garza García. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de julio de dos mil trece, aprobó por unanimidad 

de cinco votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 6, Número 13, 2013, páginas 25 y 26. 

El caso Cherán ha significado un precedente clave para que todas las comunidades del país 

pudieran ejercer este derecho al autogobierno como dimensión política de la libre 

determinación, reconocido plenamente a nivel internacional, independientemente de su 

configuración local. San Luis Acatlán y Ayutla de los Libres en Guerrero, Oxchuc, Chilón y 

Sitalá en Chiapas, así como los pueblos originarios de Tlalpan y Xochimilco en la Ciudad de 

México, promovieron sus respectivos juicios ciudadanos, y aunque con resultados distintos, 

han marcado la lucha por el autogobierno indígena en México. 

Para los pueblos y comunidades indígenas de Michoacán sin duda Cherán es el referente 

moderno de la lucha histórica por la libre determinación. A nivel legislativo, el impulso del 

movimiento de Cherán logró que, en la reforma al Código Electoral del Estado en 2014, se 

agregara el TÍTULO TERCERO. DEL PROCESO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, Y SU 

DERECHO A ELEGIR AUTORIDADES BAJO EL RÉGIMEN DE USOS Y 

COSTUMBRES; y que en la Ley de Mecanismos de Participación Ciudadana del Estado, 

promulgada en 2015, se incluyera a la consulta indígena como mecanismo de participación. 

Cabe mencionar que esta es de las pocas leyes en el país y en el continente donde se 

reconocen efectos vinculantes a los resultados de las consultas indígenas. 

Sin embargo, estos importantes avances en materia de derechos únicamente beneficiaban, al 

menos de manera clara, a las comunidades que estuvieran asentadas en las cabeceras 

municipales o aquéllas que pertenecieran a municipios mayoritariamente indígenas, a pesar 

de que ninguna norma nacional o internacional así lo especifica. De hecho, en la reforma a 

la Constitución Política del Estado de Michoacán realizada en 2012 se reconoció que el 



 

 

derecho a la libre determinación podía ejercerse a nivel comunal, además del municipal y el 

regional. A propósito de esta reforma, también es importante señalar que allí reconoció a las 

comunidades indígenas como sujetos de derecho púbico con personalidad propia. 

En este contexto, en 2016 la comunidad de San Francisco Pichátaro, tenencia (categoría de 

submunicipalidad) perteneciente al municipio de Tingambato, Michoacán, planteó a la Sala 

Superior del TEPJF que todas las comunidades indígenas somos sujetas del derecho al 

autogobierno independientemente de nuestro estatus administrativo, lo que está vinculado 

con nuestro derecho de participación política en el Estado. La Sala Superior resolvió en el 

SUP-JDC-1865/2015 que Pichátaro tenía razón, determinando además que debían 

garantizarse las condiciones económicas para que el autogobierno indígena pudiera 

desarrollarse. En consecuencia, surgió el llamado “presupuesto directo”, en la medida en que 

la Sala Superior ordenó que se transfirieran a la comunidad todas las funciones de gobierno 

que ejercía el municipio, así como la parte proporcional del total de su presupuesto, en 

atención al criterio poblacional. De este juicio surgieron los siguientes criterios: 

Jesús Salvador González y otro 

Vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXIV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO A LA CONSULTA PREVIA, 

INFORMADA Y DE BUENA FE ES PROCEDENTE PARA DEFINIR LOS ELEMENTOS 

(CUANTITATIVOS Y CUALITATIVOS), NECESARIOS PARA LA TRANSFERENCIA DE 

RESPONSABILIDADES DERIVADAS DEL DERECHO AL AUTOGOBIERNO.- De una interpretación 

pro persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1° y 2º, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como 19, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos 

de los Pueblos Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos 

Indígenas y Tribales en Países Independientes, se desprende que para garantizar el pleno ejercicio de los 

derechos a la autodeterminación, autonomía y autogobierno de las comunidades y pueblos indígenas, así como 

a su derecho efectivo a la participación política y a la consulta, resulta procedente que las autoridades federales, 

estatales y municipales, consulten de manera previa, informada y de buena fe, por conducto de sus autoridades 

tradicionales, los elementos (cuantitativos y cualitativos) necesarios para la transferencia de responsabilidades 



 

 

relacionadas con sus derechos constitucionales, incluyendo, de ser el caso, el derecho a la administración directa 

de los recursos económicos que le corresponden, con el objeto de definir las condiciones mínimas, culturalmente 

compatibles, necesarias y proporcionales para asegurar la transparencia, la debida administración y la rendición 

de cuentas respecto a la administración directa de tales recursos, atendiendo a las circunstancias específicas de 

cada comunidad. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 118 y 119. 

Jesús Salvador González y otro 

vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO AL AUTOGOBIERNO INCLUYE LA 

TRANSFERENCIA DE RESPONSABILIDADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO DE SUS 

DERECHOS A LA AUTODETERMINACIÓN, AUTONOMÍA Y AUTOGOBIERNO, VINCULADO 

CON SU DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EFECTIVA Y LA ADMINISTRACIÓN 

DIRECTA DE LOS RECURSOS QUE LES CORRESPONDEN.- De una interpretación pro persona, 

sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º, de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; 3, 20 y 23, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los 

Pueblos Indígenas; 7, párrafo 1, del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 

114, tercer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Michoacán de 

Ocampo; y 91, de la Ley Orgánica Municipal del Estado de Michoacán de Ocampo, y atendiendo a los 

principios de interdependencia e indivisibilidad de los derechos humanos, se desprende que el derecho de los 

pueblos y comunidades indígenas al autogobierno, reconocido constitucionalmente, consistente en determinar 



 

 

su condición política y perseguir libremente su desarrollo integral, incluye, entre otros aspectos, la transferencia 

de responsabilidades, a través de sus autoridades tradicionales o reconocidas, en relación con el ejercicio de sus 

derechos a la autodeterminación, autonomía y autogobierno, vinculada con el de participación política efectiva 

y la administración directa de los recursos que le corresponden, pues dichos derechos humanos únicamente 

pueden concretarse al contar con un mínimo de derechos necesarios para garantizar la existencia, dignidad, 

bienestar de sus integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural. En este sentido, las autoridades 

municipales deberán determinar equitativamente, en el contexto de la legislación estatal aplicable, los recursos 

que le corresponde a una comunidad indígena, respecto del resto del municipio. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 119, 120 y 121. 

                                                                                                                              Jesús Salvador González y otro 

                                                                                                                                                                               vs. 

                                                                                       Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

                                                                                                                                                      Tesis LXIII/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DADOS LOS PRINCIPIOS DE INTERDEPENDENCIA 

E INDIVISIBILIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, SU DERECHO AL AUTOGOBIERNO NO 

PUEDE CONCRETARSE A MENOS QUE CUENTEN CON LOS DERECHOS MÍNIMOS PARA LA 

EXISTENCIA, DIGNIDAD, BIENESTAR Y DESARROLLO INTEGRAL.- De una interpretación pro 

persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 114, tercer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del 

Estado de Michoacán de Ocampo; del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como de lo 

dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales; y del Protocolo de San Salvador, en 

conjunción con los artículos 3º y 4° de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 



 

 

Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes, se desprende que, dado los principios de interdependencia e indivisibilidad 

de los derechos humanos, el derecho al autogobierno y autonomía de los pueblos y comunidades indígenas no 

puede concretarse, a menos que cuenten con los derechos mínimos para la existencia, dignidad, bienestar de 

sus integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural, en un marco de pleno respeto a los derechos 

humanos y, destacadamente, la dignidad e integridad de las mujeres indígenas. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—

Ausente: Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz 

Flores y Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por 

mayoría de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 117 y 118. 

El “caso Pichátaro” sentó un precedente de tales dimensiones que hoy día más de 15 

comunidades en Michoacán ejercen su autogobierno con presupuesto propio, teniendo el 

carácter de submunicipalidades o tenencias. En otras entidades como Oaxaca y la Ciudad de 

México, en los años subsecuentes también se ha intentado ejercer este derecho. 

Sin embargo, en 2020 la Sala Superior del TEPJF abandonó las tesis antes citadas y declaró 

que la jurisdicción electoral no era competente para resolver este tipo de asuntos. Pese a este 

revés, el Frente por la Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas de Michoacán, 

presentamos e impulsamos desde el 2019 una iniciativa de reforma a la Ley Orgánica 

Municipal para que se reconocieran los autogobiernos indígenas y se estableciera un 

mecanismo administrativo para acceder a este derecho, a través de un procedimiento de 

consulta previa. Esto finalmente se logró y una nueva legislación con nuestro aporte fue 

publicada en el Periódico Oficial el 30 de marzo de 2021. 



 

 

Las autoridades municipales siempre han estado en contra de los pueblos, nos han mantenido 

en la marginalidad y prueba de ello es que históricamente la infraestructura no llega a nuestras 

comunidades por decisión de los ayuntamientos y la corrupción de sus funcionarios. La 

diferencia con el autogobierno indígena es que ese dinero público que antes iba a sus 

bolsillos, hoy es ejercido con eficiencia y transparencia por las autoridades tradicionales de 

nuestras comunidades, que han sido elegidas a través de nuestros usos y costumbres. 

La vocación antiderechos, de corrupción y de discriminación, ha llevado a varios 

ayuntamientos a oponerse a la lucha de nuestros pueblos por el autogobierno indígena, 

primero a través del golpeteo político y después a través de los juicios de controversia 

constitucional interpuestos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Uno de estos 

juicios fue resuelto el pasado mes de agosto, y la Corte, en una decisión abiertamente 

regresiva y violatoria de derechos humanos, declaró inválida la reforma a la Ley Orgánica 

Municipal de Michoacán. 

No obstante, los pueblos seguiremos nuestra lucha histórica por el ejercicio de nuestros 

derechos, y no nos detendremos ante las medidas regresivas y los embates institucionales. Es 

por ello que las comunidades que integramos el Frente por la Autonomía de Concejos y 

Comunidades Indígenas, así como el Colectivo Emancipaciones, con base en la experiencia 

que hemos adquirido en los años en que hemos ejercido el autogobierno, proponemos la 

siguiente iniciativa que busca armonizar en materia legislativa lo que en la práctica a través 

de resoluciones jurisdiccionales y otros avances locales hemos venido ejerciendo. 

A continuación, se muestra una tabla sobre el texto vigente y el texto propuesto: 

CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 

TEXTO VIGENTE TEXTO PROPUESTO 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e 

indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus 

pueblos indígenas que son aquellos que 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e 

indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus 

pueblos indígenas que son aquellos que 



 

 

descienden de poblaciones que habitaban en el 

territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá 

ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre 

pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un 

territorio y que reconocen autoridades propias 

de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la 

unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, 

además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este 

artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 

descienden de poblaciones que habitaban en el 

territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá 

ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre 

pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo 

indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un 

territorio y que reconocen autoridades propias 

de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre 

determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la 

unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las 

constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, 

además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este 

artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el 

derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en 

consecuencia, a la autonomía para: 



 

 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

Las constituciones y leyes de las entidades 

federativas establecerán las características de 

libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los 

pueblos indígenas en cada entidad, así como las 

normas para el reconocimiento de las 

comunidades indígenas como entidades de 

interés público. 

B. La Federación, las entidades federativas y los 

Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, 

establecerán las instituciones y determinarán 

las políticas necesarias para garantizar la 

vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

 

La Federación y las entidades federativas 

establecerán las normas para garantizar la 

implementación de los derechos reconocidos 

en esta Constitución y establecer las 

características para el ejercicio efectivo de la 

libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los 

pueblos y comunidades indígenas, así como 

para su reconocimiento como sujetos de 

derecho público. La interpretación de estas 

disposiciones deberá respetar siempre el 

principio de la protección más amplia de la 

autonomía y los derechos de los pueblos y 

comunidades indígenas de México y de los 

pueblos y barrios originarios de la Ciudad de 

México. 



 

 

comunidades, las cuales deberán ser diseñadas 

y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan 

a los pueblos y comunidades indígenas, dichas 

autoridades, tienen la obligación de:  

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas 

indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de 

vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de 

gobierno, con la participación de las 

comunidades. Las autoridades municipales 

determinarán equitativamente las 

asignaciones presupuestales que las 

comunidades administrarán directamente para 

fines específicos. 

(…) 

B. La Federación, las entidades federativas y los 

Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar 

cualquier práctica discriminatoria, 

establecerán las instituciones y determinarán 

las políticas necesarias para garantizar la 

vigencia de los derechos de los indígenas y el 

desarrollo integral de sus pueblos y 

comunidades, las cuales deberán ser diseñadas 

y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan 

a los pueblos y comunidades indígenas, dichas 

autoridades, tienen la obligación de:  

 

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas 

indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de 

vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de 

gobierno, con la participación de las 

comunidades. Las autoridades municipales 

determinarán equitativamente las 

asignaciones presupuestales que las 

comunidades administrarán directamente para 

fines específicos. 

 

Los pueblos, las comunidades indígenas y los 

barrios originarios de la Ciudad de México 

podrán administrar directamente, en función 

de su derecho al autogobierno, asignaciones 



 

 

presupuestales bajo una distribución 

equitativa y proporcional conforme al criterio 

poblacional. 

 

(…) 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con 

excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima 

autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la 

Federación.  

 

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal 

funcionará en forma permanente con una Sala 

Superior y salas regionales; sus sesiones de 

resolución serán públicas, en los términos que 

determine la ley. Contará con el personal 

jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

 

La Sala Superior se integrará por siete 

Magistrados Electorales. El Presidente del 

Tribunal será elegido por la Sala Superior, de 

entre sus miembros, para ejercer el cargo por 

cuatro años.  

 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en 

forma definitiva e inatacable, en los términos 

de esta Constitución y según lo disponga la ley, 

sobre:  

 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con 

excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima 

autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la 

Federación.  

 

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal 

funcionará en forma permanente con una Sala 

Superior y salas regionales; sus sesiones de 

resolución serán públicas, en los términos que 

determine la ley. Contará con el personal 

jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

 

La Sala Superior se integrará por siete 

Magistrados Electorales. El Presidente del 

Tribunal será elegido por la Sala Superior, de 

entre sus miembros, para ejercer el cargo por 

cuatro años.  

 

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en 

forma definitiva e inatacable, en los términos 

de esta Constitución y según lo disponga la ley, 

sobre:  

 



 

 

I. Las impugnaciones en las elecciones 

federales de diputados y senadores; 

 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos que serán resueltas en única 

instancia por la Sala Superior. Las salas Superior 

y regionales del Tribunal sólo podrán declarar 

la nulidad de una elección por las causales que 

expresamente se establezcan en las leyes. La 

Sala Superior realizará el cómputo final de la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, una vez resueltas las 

impugnaciones que se hubieren interpuesto 

sobre la misma, procediendo a formular, en su 

caso, la declaración de validez de la elección y 

la de Presidente Electo respecto del candidato 

que hubiese obtenido el mayor número de 

votos.  

 

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

de la autoridad electoral federal, distintas a las 

señaladas en las dos fracciones anteriores, que 

violen normas constitucionales o legales, así 

como en materia de revocación de mandato;  

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones 

definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para 

organizar y calificar los comicios o resolver las 

controversias que surjan durante los mismos, 

que puedan resultar determinantes para el 

I. Las impugnaciones en las elecciones 

federales de diputados y senadores; 

 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos que serán resueltas en única 

instancia por la Sala Superior. Las salas Superior 

y regionales del Tribunal sólo podrán declarar 

la nulidad de una elección por las causales que 

expresamente se establezcan en las leyes. La 

Sala Superior realizará el cómputo final de la 

elección de Presidente de los Estados Unidos 

Mexicanos, una vez resueltas las 

impugnaciones que se hubieren interpuesto 

sobre la misma, procediendo a formular, en su 

caso, la declaración de validez de la elección y 

la de Presidente Electo respecto del candidato 

que hubiese obtenido el mayor número de 

votos.  

 

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

de la autoridad electoral federal, distintas a las 

señaladas en las dos fracciones anteriores, que 

violen normas constitucionales o legales, así 

como en materia de revocación de mandato;  

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones 

definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para 

organizar y calificar los comicios o resolver las 

controversias que surjan durante los mismos, 

que puedan resultar determinantes para el 



 

 

desarrollo del proceso respectivo o el resultado 

final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea 

material y jurídicamente posible dentro de los 

plazos electorales y sea factible antes de la 

fecha constitucional o legalmente fijada para la 

instalación de los órganos o la toma de 

posesión de los funcionarios elegidos;  

 

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

que violen los derechos político electorales de 

los ciudadanos de votar, ser votado y de 

afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 

asuntos políticos del país, en los términos que 

señalen esta Constitución y las leyes. Para que 

un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 

Tribunal por violaciones a sus derechos por el 

partido político al que se encuentre afiliado, 

deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en 

sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

 

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Tribunal y sus servidores;  

 

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Instituto Nacional Electoral y sus servidores;  

 

VIII. La determinación e imposición de 

sanciones por parte del Instituto Nacional 

Electoral a partidos o agrupaciones políticas o 

desarrollo del proceso respectivo o el resultado 

final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea 

material y jurídicamente posible dentro de los 

plazos electorales y sea factible antes de la 

fecha constitucional o legalmente fijada para la 

instalación de los órganos o la toma de 

posesión de los funcionarios elegidos;  

 

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones 

que violen los derechos político electorales de 

los ciudadanos de votar, ser votado y de 

afiliación libre y pacífica para tomar parte en los 

asuntos políticos del país, en los términos que 

señalen esta Constitución y las leyes. Para que 

un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del 

Tribunal por violaciones a sus derechos por el 

partido político al que se encuentre afiliado, 

deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en 

sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

 

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Tribunal y sus servidores;  

 

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre 

el Instituto Nacional Electoral y sus servidores;  

 

VIII. La determinación e imposición de 

sanciones por parte del Instituto Nacional 

Electoral a partidos o agrupaciones políticas o 



 

 

personas físicas o morales, nacionales o 

extranjeras, que infrinjan las disposiciones de 

esta Constitución y las leyes;  

 

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional 

Electoral someta a su conocimiento por 

violaciones a lo previsto en la Base III del 

artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de 

esta Constitución; a las normas sobre 

propaganda política y electoral, así como por la 

realización de actos anticipados de 

precampaña o de campaña, e imponer las 

sanciones que correspondan, y  

 

X. Las demás que señale la ley. 

 

(…) 

personas físicas o morales, nacionales o 

extranjeras, que infrinjan las disposiciones de 

esta Constitución y las leyes;  

 

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional 

Electoral someta a su conocimiento por 

violaciones a lo previsto en la Base III del 

artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de 

esta Constitución; a las normas sobre 

propaganda política y electoral, así como por la 

realización de actos anticipados de 

precampaña o de campaña, e imponer las 

sanciones que correspondan, y  

 

X. Garantizar los derechos político electorales, 

de libre determinación, de autonomía y de 

autogobierno indígena; así como los 

mecanismos que les permitan tener eficacia, 

incluido el respeto a sus sistemas normativos 

para la elección de sus autoridades y 

representantes en todos los niveles, 

atendiendo al marco del pluralismo jurídico y 

a una interpretación intercultural y progresiva 

de los derechos humanos, y 

 

XI. Las demás que señale la ley. 

 

(…) 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su 

régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su 

régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, 



 

 

laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política 

y administrativa, el municipio libre, conforme a 

las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un 

Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta 

Municipal y el número de regidurías y 

sindicaturas que la ley determine, de 

conformidad con el principio de paridad. La 

competencia que esta Constitución otorga al 

gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 

autoridad intermedia alguna entre éste y el 

gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán 

establecer la elección consecutiva para el 

mismo cargo de presidentes municipales, 

regidores y síndicos, por un período adicional, 

siempre y cuando el periodo del mandato de 

los ayuntamientos no sea superior a tres años. 

La postulación sólo podrá ser realizada por el 

mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren 

postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su 

mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos 

terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos 

laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política 

y administrativa, el municipio libre, conforme a 

las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un 

Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta 

Municipal y el número de regidurías y 

sindicaturas que la ley determine, de 

conformidad con el principio de paridad. La 

competencia que esta Constitución otorga al 

gobierno municipal se ejercerá por el 

Ayuntamiento de manera exclusiva y no habrá 

autoridad intermedia alguna entre éste y el 

gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán 

establecer la elección consecutiva para el 

mismo cargo de presidentes municipales, 

regidores y síndicos, por un período adicional, 

siempre y cuando el periodo del mandato de 

los ayuntamientos no sea superior a tres años. 

La postulación sólo podrá ser realizada por el 

mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren 

postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su 

mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos 

terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos 



 

 

han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna 

de las causas graves que la ley local prevenga, 

siempre y cuando sus miembros hayan tenido 

oportunidad suficiente para rendir las pruebas 

y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a 

su juicio convengan.  

Si alguno de los miembros dejare de 

desempeñar su cargo, será sustituido por su 

suplente, o se procederá según lo disponga la 

ley. 

En caso de declararse desaparecido un 

Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta 

de la mayoría de sus miembros, si conforme a 

la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, 

las legislaturas de los Estados designarán de 

entre los vecinos a los Concejos Municipales 

que concluirán los períodos respectivos; estos 

Concejos estarán integrados por el número de 

miembros que determine la ley, quienes 

deberán cumplir los requisitos de elegibilidad 

establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para 

aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas 

han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna 

de las causas graves que la ley local prevenga, 

siempre y cuando sus miembros hayan tenido 

oportunidad suficiente para rendir las pruebas 

y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a 

su juicio convengan.  

Si alguno de los miembros dejare de 

desempeñar su cargo, será sustituido por su 

suplente, o se procederá según lo disponga la 

ley. 

En caso de declararse desaparecido un 

Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta 

de la mayoría de sus miembros, si conforme a 

la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, 

las legislaturas de los Estados designarán de 

entre los vecinos a los Concejos Municipales 

que concluirán los períodos respectivos; estos 

Concejos estarán integrados por el número de 

miembros que determine la ley, quienes 

deberán cumplir los requisitos de elegibilidad 

establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de 

personalidad jurídica y manejarán su 

patrimonio conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para 

aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas 



 

 

de los Estados, los bandos de policía y gobierno, 

los reglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro 

de sus respectivas jurisdicciones, que organicen 

la administración pública municipal, regulen las 

materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la 

participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo 

anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración 

pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de 

impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de 

las dos terceras partes de los miembros de los 

ayuntamientos para dictar resoluciones que 

afecten el patrimonio inmobiliario municipal o 

para celebrar actos o convenios que 

comprometan al Municipio por un plazo mayor 

al periodo del Ayuntamiento;  

c) Las normas de aplicación general para 

celebrar los convenios a que se refieren tanto 

las fracciones III y IV de este artículo, como el 

segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  

de los Estados, los bandos de policía y gobierno, 

los reglamentos, circulares y disposiciones 

administrativas de observancia general dentro 

de sus respectivas jurisdicciones, que organicen 

la administración pública municipal, regulen las 

materias, procedimientos, funciones y servicios 

públicos de su competencia y aseguren la 

participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo 

anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración 

pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de 

impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los 

particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de 

las dos terceras partes de los miembros de los 

ayuntamientos para dictar resoluciones que 

afecten el patrimonio inmobiliario municipal o 

para celebrar actos o convenios que 

comprometan al Municipio por un plazo mayor 

al periodo del Ayuntamiento;  

c) Las normas de aplicación general para 

celebrar los convenios a que se refieren tanto 

las fracciones III y IV de este artículo, como el 

segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  



 

 

d) El procedimiento y condiciones para que el 

gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal 

considere que el municipio de que se trate esté 

imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en 

este caso, será necesaria solicitud previa del 

ayuntamiento respectivo, aprobada por 

cuando menos las dos terceras partes de sus 

integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos 

municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas 

que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los 

actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las 

funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y 

disposición final de residuos;  

d) El procedimiento y condiciones para que el 

gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio 

correspondiente, la legislatura estatal 

considere que el municipio de que se trate esté 

imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en 

este caso, será necesaria solicitud previa del 

ayuntamiento respectivo, aprobada por 

cuando menos las dos terceras partes de sus 

integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos 

municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas 

que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se 

presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los 

actos derivados de los incisos c) y d) anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las 

funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, 

tratamiento y disposición de sus aguas 

residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y 

disposición final de residuos;  



 

 

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del 

artículo 21 de esta Constitución, policía 

preventiva municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales 

determinen según las condiciones territoriales 

y socio-económicas de los Municipios, así como 

su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, 

en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los 

municipios observarán lo dispuesto por las 

leyes federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus 

ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y 

tratándose de la asociación de municipios de 

dos o más Estados, deberán contar con la 

aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del 

ayuntamiento respectivo sea necesario, 

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 

h) Seguridad pública, en los términos del 

artículo 21 de esta Constitución, policía 

preventiva municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales 

determinen según las condiciones territoriales 

y socio-económicas de los Municipios, así como 

su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, 

en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los 

municipios observarán lo dispuesto por las 

leyes federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus 

ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios 

públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y 

tratándose de la asociación de municipios de 

dos o más Estados, deberán contar con la 

aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del 

ayuntamiento respectivo sea necesario, 



 

 

podrán celebrar convenios con el Estado para 

que éste, de manera directa o a través del 

organismo correspondiente, se haga cargo en 

forma temporal de algunos de ellos, o bien se 

presten o ejerzan coordinadamente por el 

Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 

municipal, podrán coordinarse y asociarse en 

los términos y para los efectos que prevenga la 

ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su 

hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les 

pertenezcan, así como de las contribuciones y 

otros ingresos que las legislaturas establezcan 

a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo 

tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, 

traslación y mejora así como las que tengan por 

base el cambio de valor de los inmuebles.  

Los municipios podrán celebrar convenios con 

el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la 

administración de esas contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán 

cubiertas por la Federación a los Municipios 

podrán celebrar convenios con el Estado para 

que éste, de manera directa o a través del 

organismo correspondiente, se haga cargo en 

forma temporal de algunos de ellos, o bien se 

presten o ejerzan coordinadamente por el 

Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito 

municipal, podrán coordinarse y asociarse para 

hacer efectivos sus derechos de libre 

determinación, autonomía y autogobierno 

indígena en los términos y para los efectos que 

prevenga la ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su 

hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les 

pertenezcan, así como de las contribuciones y 

otros ingresos que las legislaturas establezcan 

a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo 

tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su 

fraccionamiento, división, consolidación, 

traslación y mejora así como las que tengan por 

base el cambio de valor de los inmuebles.  

Los municipios podrán celebrar convenios con 

el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la 

administración de esas contribuciones. 



 

 

con arreglo a las bases, montos y plazos que 

anualmente se determinen por las Legislaturas 

de los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de 

servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de 

los Estados para establecer las contribuciones a 

que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 

exenciones en relación con las mismas. Las 

leyes estatales no establecerán exenciones o 

subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo 

estarán exentos los bienes de dominio público 

de la Federación, de las entidades federativas o 

los Municipios, salvo que tales bienes sean 

utilizados por entidades paraestatales o por 

particulares, bajo cualquier título, para fines 

administrativos o propósitos distintos a los de 

su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su 

competencia, propondrán a las legislaturas 

estatales las cuotas y tarifas aplicables a 

impuestos, derechos, contribuciones de 

mejoras y las tablas de valores unitarios de 

suelo y construcciones que sirvan de base para 

el cobro de las contribuciones sobre la 

propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las 

leyes de ingresos de los municipios, revisarán y 

b) Las participaciones federales, que serán 

cubiertas por la Federación a los Municipios 

con arreglo a las bases, montos y plazos que 

anualmente se determinen por las Legislaturas 

de los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de 

servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de 

los Estados para establecer las contribuciones a 

que se refieren los incisos a) y c), ni concederán 

exenciones en relación con las mismas. Las 

leyes estatales no establecerán exenciones o 

subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo 

estarán exentos los bienes de dominio público 

de la Federación, de las entidades federativas o 

los Municipios, salvo que tales bienes sean 

utilizados por entidades paraestatales o por 

particulares, bajo cualquier título, para fines 

administrativos o propósitos distintos a los de 

su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su 

competencia, propondrán a las legislaturas 

estatales las cuotas y tarifas aplicables a 

impuestos, derechos, contribuciones de 

mejoras y las tablas de valores unitarios de 

suelo y construcciones que sirvan de base para 

el cobro de las contribuciones sobre la 

propiedad inmobiliaria. 



 

 

fiscalizarán sus cuentas públicas. Los 

presupuestos de egresos serán aprobados por 

los ayuntamientos con base en sus ingresos 

disponibles, y deberán incluir en los mismos, 

los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que perciban los servidores 

públicos municipales, sujetándose a lo 

dispuesto en el artículo 127 de esta 

Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda 

municipal serán ejercidos en forma directa por 

los ayuntamientos, o bien, por quien ellos 

autoricen, conforme a la ley; 

(…) 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las 

leyes de ingresos de los municipios, revisarán y 

fiscalizarán sus cuentas públicas. Los 

presupuestos de egresos serán aprobados por 

los ayuntamientos con base en sus ingresos 

disponibles, y deberán incluir en los mismos, 

los tabuladores desglosados de las 

remuneraciones que perciban los servidores 

públicos municipales, sujetándose a lo 

dispuesto en el artículo 127 de esta 

Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda 

municipal serán ejercidos en forma directa por 

los ayuntamientos, o bien, por quien ellos 

autoricen o por las comunidades indígenas 

que deseen ejercer su derecho al 

autogobierno de acuerdo a criterios 

poblacionales y de proporcionalidad; 

 
(…) 

 

Por lo anterior se expide el siguiente  

Decreto que reforma y adiciona los artículos 2°, 99 y 115 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

Artículo único. Se reforman y adicionan el párrafo último del Apartado A y el párrafo 

segundo a la fracción I del Apartado B del artículo 2°; la fracción X y se recorre la 

subsecuente del artículo 99; y el párrafo último de la fracción III y el párrafo último de la 

fracción IV del artículo 115 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

para quedar de la siguiente manera: 



 

 

Artículo 2o. La Nación Mexicana es única e indivisible. La Nación tiene una composición 

pluricultural sustentada originalmente en sus pueblos indígenas que son aquellos que 

descienden de poblaciones que habitaban en el territorio actual del país al iniciarse la 

colonización y que conservan sus propias instituciones sociales, económicas, culturales y 

políticas, o parte de ellas.  

La conciencia de su identidad indígena deberá ser criterio fundamental para determinar a 

quiénes se aplican las disposiciones sobre pueblos indígenas.  

Son comunidades integrantes de un pueblo indígena, aquellas que formen una unidad 

social, económica y cultural, asentadas en un territorio y que reconocen autoridades 

propias de acuerdo con sus usos y costumbres.  

El derecho de los pueblos indígenas a la libre determinación se ejercerá en un marco 

constitucional de autonomía que asegure la unidad nacional. El reconocimiento de los 

pueblos y comunidades indígenas se hará en las constituciones y leyes de las entidades 

federativas, las que deberán tomar en cuenta, además de los principios generales 

establecidos en los párrafos anteriores de este artículo, criterios etnolingüísticos y de 

asentamiento físico.  

A. Esta Constitución reconoce y garantiza el derecho de los pueblos y las comunidades 

indígenas a la libre determinación y, en consecuencia, a la autonomía para: 

I. … 

II. … 

III. … 

IV. … 

V. … 



 

 

VI. … 

VII. … 

VIII. … 

La Federación y las entidades federativas establecerán las normas para garantizar la 

implementación de los derechos reconocidos en esta Constitución y establecer las 

características para el ejercicio efectivo de la libre determinación y autonomía que mejor 

expresen las situaciones y aspiraciones de los pueblos y comunidades indígenas, así como 

para su reconocimiento como sujetos de derecho público. La interpretación de estas 

disposiciones deberá respetar siempre el principio de la protección más amplia de la 

autonomía y los derechos de los pueblos y comunidades indígenas de México y de los 

pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. 

B. La Federación, las entidades federativas y los Municipios, para promover la igualdad de 

oportunidades de los indígenas y eliminar cualquier práctica discriminatoria, establecerán 

las instituciones y determinarán las políticas necesarias para garantizar la vigencia de los 

derechos de los indígenas y el desarrollo integral de sus pueblos y comunidades, las cuales 

deberán ser diseñadas y operadas conjuntamente con ellos. 

Para abatir las carencias y rezagos que afectan a los pueblos y comunidades indígenas, 

dichas autoridades, tienen la obligación de:  

I. Impulsar el desarrollo regional de las zonas indígenas con el propósito de fortalecer las 

economías locales y mejorar las condiciones de vida de sus pueblos, mediante acciones 

coordinadas entre los tres órdenes de gobierno, con la participación de las comunidades. 

Las autoridades municipales determinarán equitativamente las asignaciones 

presupuestales que las comunidades administrarán directamente para fines específicos. 

Los pueblos, las comunidades indígenas y los barrios originarios de la Ciudad de México 

podrán administrar directamente, en función de su derecho al autogobierno, 



 

 

asignaciones presupuestales bajo una distribución equitativa y proporcional conforme al 

criterio poblacional. 

(…) 

Artículo 99. El Tribunal Electoral será, con excepción de lo dispuesto en la fracción II del 

artículo 105 de esta Constitución, la máxima autoridad jurisdiccional en la materia y órgano 

especializado del Poder Judicial de la Federación.  

Para el ejercicio de sus atribuciones, el Tribunal funcionará en forma permanente con una 

Sala Superior y salas regionales; sus sesiones de resolución serán públicas, en los términos 

que determine la ley. Contará con el personal jurídico y administrativo necesario para su 

adecuado funcionamiento.  

La Sala Superior se integrará por siete Magistrados Electorales. El Presidente del Tribunal 

será elegido por la Sala Superior, de entre sus miembros, para ejercer el cargo por cuatro 

años.  

Al Tribunal Electoral le corresponde resolver en forma definitiva e inatacable, en los 

términos de esta Constitución y según lo disponga la ley, sobre:  

I. Las impugnaciones en las elecciones federales de diputados y senadores; 

II. Las impugnaciones que se presenten sobre la elección de Presidente de los Estados 

Unidos Mexicanos que serán resueltas en única instancia por la Sala Superior. Las salas 

Superior y regionales del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por las 

causales que expresamente se establezcan en las leyes. La Sala Superior realizará el 

cómputo final de la elección de Presidente de los Estados Unidos Mexicanos, una vez 

resueltas las impugnaciones que se hubieren interpuesto sobre la misma, procediendo a 

formular, en su caso, la declaración de validez de la elección y la de Presidente Electo 

respecto del candidato que hubiese obtenido el mayor número de votos.  

III. Las impugnaciones de actos y resoluciones de la autoridad electoral federal, distintas a 

las señaladas en las dos fracciones anteriores, que violen normas constitucionales o legales, 

así como en materia de revocación de mandato;  



 

 

IV. Las impugnaciones de actos o resoluciones definitivos y firmes de las autoridades 

competentes de las entidades federativas para organizar y calificar los comicios o resolver 

las controversias que surjan durante los mismos, que puedan resultar determinantes para 

el desarrollo del proceso respectivo o el resultado final de las elecciones. Esta vía procederá 

solamente cuando la reparación solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de 

los plazos electorales y sea factible antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para 

la instalación de los órganos o la toma de posesión de los funcionarios elegidos;  

V. Las impugnaciones de actos y resoluciones que violen los derechos político electorales 

de los ciudadanos de votar, ser votado y de afiliación libre y pacífica para tomar parte en 

los asuntos políticos del país, en los términos que señalen esta Constitución y las leyes. Para 

que un ciudadano pueda acudir a la jurisdicción del Tribunal por violaciones a sus derechos 

por el partido político al que se encuentre afiliado, deberá haber agotado previamente las 

instancias de solución de conflictos previstas en sus normas internas, la ley establecerá las 

reglas y plazos aplicables;  

VI. Los conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal y sus servidores;  

VII. Los conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Nacional Electoral y sus 

servidores;  

VIII. La determinación e imposición de sanciones por parte del Instituto Nacional Electoral 

a partidos o agrupaciones políticas o personas físicas o morales, nacionales o extranjeras, 

que infrinjan las disposiciones de esta Constitución y las leyes;  

IX. Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su conocimiento por violaciones 

a lo previsto en la Base III del artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de esta 

Constitución; a las normas sobre propaganda política y electoral, así como por la realización 

de actos anticipados de precampaña o de campaña, e imponer las sanciones que 

correspondan, y  

X. Garantizar los derechos político electorales, de libre determinación, de autonomía y de 

autogobierno indígena; así como los mecanismos que les permitan tener eficacia, incluido 



 

 

el respeto a sus sistemas normativos para la elección de sus autoridades y representantes 

en todos los niveles, atendiendo al marco del pluralismo jurídico y a una interpretación 

intercultural y progresiva de los derechos humanos, y 

XI. Las demás que señale la ley. 

(…) 

Artículo 115. Los estados adoptarán, para su régimen interior, la forma de gobierno 

republicano, representativo, democrático, laico y popular, teniendo como base de su 

división territorial y de su organización política y administrativa, el municipio libre, 

conforme a las bases siguientes: 

I. Cada Municipio será gobernado por un Ayuntamiento de elección popular directa, 

integrado por un Presidente o Presidenta Municipal y el número de regidurías y sindicaturas 

que la ley determine, de conformidad con el principio de paridad. La competencia que esta 

Constitución otorga al gobierno municipal se ejercerá por el Ayuntamiento de manera 

exclusiva y no habrá autoridad intermedia alguna entre éste y el gobierno del Estado.  

Las Constituciones de los estados deberán establecer la elección consecutiva para el mismo 

cargo de presidentes municipales, regidores y síndicos, por un período adicional, siempre y 

cuando el periodo del mandato de los ayuntamientos no sea superior a tres años. La 

postulación sólo podrá ser realizada por el mismo partido o por cualquiera de los partidos 

integrantes de la coalición que lo hubieren postulado, salvo que hayan renunciado o 

perdido su militancia antes de la mitad de su mandato. 

Las Legislaturas locales, por acuerdo de las dos terceras partes de sus integrantes, podrán 

suspender ayuntamientos, declarar que éstos han desaparecido y suspender o revocar el 

mandato a alguno de sus miembros, por alguna de las causas graves que la ley local 

prevenga, siempre y cuando sus miembros hayan tenido oportunidad suficiente para rendir 

las pruebas y hacerlos (sic DOF 03-02-1983) alegatos que a su juicio convengan.  



 

 

Si alguno de los miembros dejare de desempeñar su cargo, será sustituido por su suplente, 

o se procederá según lo disponga la ley. 

En caso de declararse desaparecido un Ayuntamiento o por renuncia o falta absoluta de la 

mayoría de sus miembros, si conforme a la ley no procede que entren en funciones los 

suplentes ni que se celebren nuevas elecciones, las legislaturas de los Estados designarán 

de entre los vecinos a los Concejos Municipales que concluirán los períodos respectivos; 

estos Concejos estarán integrados por el número de miembros que determine la ley, 

quienes deberán cumplir los requisitos de elegibilidad establecidos para los regidores; 

II. Los municipios estarán investidos de personalidad jurídica y manejarán su patrimonio 

conforme a la ley. 

Los ayuntamientos tendrán facultades para aprobar, de acuerdo con las leyes en materia 

municipal que deberán expedir las legislaturas de los Estados, los bandos de policía y 

gobierno, los reglamentos, circulares y disposiciones administrativas de observancia 

general dentro de sus respectivas jurisdicciones, que organicen la administración pública 

municipal, regulen las materias, procedimientos, funciones y servicios públicos de su 

competencia y aseguren la participación ciudadana y vecinal. 

El objeto de las leyes a que se refiere el párrafo anterior será establecer:  

a) Las bases generales de la administración pública municipal y del procedimiento 

administrativo, incluyendo los medios de impugnación y los órganos para dirimir las 

controversias entre dicha administración y los particulares, con sujeción a los principios de 

igualdad, publicidad, audiencia y legalidad;  

b) Los casos en que se requiera el acuerdo de las dos terceras partes de los miembros de 

los ayuntamientos para dictar resoluciones que afecten el patrimonio inmobiliario 

municipal o para celebrar actos o convenios que comprometan al Municipio por un plazo 

mayor al periodo del Ayuntamiento;  



 

 

c) Las normas de aplicación general para celebrar los convenios a que se refieren tanto las 

fracciones III y IV de este artículo, como el segundo párrafo de la fracción VII del artículo 

116 de esta Constitución;  

d) El procedimiento y condiciones para que el gobierno estatal asuma una función o servicio 

municipal cuando, al no existir el convenio correspondiente, la legislatura estatal considere 

que el municipio de que se trate esté imposibilitado para ejercerlos o prestarlos; en este 

caso, será necesaria solicitud previa del ayuntamiento respectivo, aprobada por cuando 

menos las dos terceras partes de sus integrantes; y  

e) Las disposiciones aplicables en aquellos municipios que no cuenten con los bandos o 

reglamentos correspondientes. 

Las legislaturas estatales emitirán las normas que establezcan los procedimientos mediante 

los cuales se resolverán los conflictos que se presenten entre los municipios y el gobierno 

del estado, o entre aquéllos, con motivo de los actos derivados de los incisos c) y d) 

anteriores; 

III. Los Municipios tendrán a su cargo las funciones y servicios públicos siguientes: 

a) Agua potable, drenaje, alcantarillado, tratamiento y disposición de sus aguas residuales;  

b) Alumbrado público.  

c) Limpia, recolección, traslado, tratamiento y disposición final de residuos;  

d) Mercados y centrales de abasto.  

e) Panteones.  

f) Rastro.  

g) Calles, parques y jardines y su equipamiento; 



 

 

h) Seguridad pública, en los términos del artículo 21 de esta Constitución, policía preventiva 

municipal y tránsito;  

i) Los demás que las Legislaturas locales determinen según las condiciones territoriales y 

socio-económicas de los Municipios, así como su capacidad administrativa y financiera. 

Sin perjuicio de su competencia constitucional, en el desempeño de las funciones o la 

prestación de los servicios a su cargo, los municipios observarán lo dispuesto por las leyes 

federales y estatales.  

Los Municipios, previo acuerdo entre sus ayuntamientos, podrán coordinarse y asociarse 

para la más eficaz prestación de los servicios públicos o el mejor ejercicio de las funciones 

que les correspondan. En este caso y tratándose de la asociación de municipios de dos o 

más Estados, deberán contar con la aprobación de las legislaturas de los Estados 

respectivas. Así mismo cuando a juicio del ayuntamiento respectivo sea necesario, podrán 

celebrar convenios con el Estado para que éste, de manera directa o a través del organismo 

correspondiente, se haga cargo en forma temporal de algunos de ellos, o bien se presten o 

ejerzan coordinadamente por el Estado y el propio municipio;  

Las comunidades indígenas, dentro del ámbito municipal, podrán coordinarse y asociarse 

para hacer efectivos sus derechos de libre determinación, autonomía y autogobierno 

indígena en los términos y para los efectos que prevenga la ley. 

IV. Los municipios administrarán libremente su hacienda, la cual se formará de los 

rendimientos de los bienes que les pertenezcan, así como de las contribuciones y otros 

ingresos que las legislaturas establezcan a su favor, y en todo caso: 

a) Percibirán las contribuciones, incluyendo tasas adicionales, que establezcan los Estados 

sobre la propiedad inmobiliaria, de su fraccionamiento, división, consolidación, traslación y 

mejora así como las que tengan por base el cambio de valor de los inmuebles.  



 

 

Los municipios podrán celebrar convenios con el Estado para que éste se haga cargo de 

algunas de las funciones relacionadas con la administración de esas contribuciones. 

b) Las participaciones federales, que serán cubiertas por la Federación a los Municipios con 

arreglo a las bases, montos y plazos que anualmente se determinen por las Legislaturas de 

los Estados.  

c) Los ingresos derivados de la prestación de servicios públicos a su cargo. 

Las leyes federales no limitarán la facultad de los Estados para establecer las contribuciones 

a que se refieren los incisos a) y c), ni concederán exenciones en relación con las mismas. 

Las leyes estatales no establecerán exenciones o subsidios en favor de persona o institución 

alguna respecto de dichas contribuciones. Sólo estarán exentos los bienes de dominio 

público de la Federación, de las entidades federativas o los Municipios, salvo que tales 

bienes sean utilizados por entidades paraestatales o por particulares, bajo cualquier título, 

para fines administrativos o propósitos distintos a los de su objeto público. 

Los ayuntamientos, en el ámbito de su competencia, propondrán a las legislaturas estatales 

las cuotas y tarifas aplicables a impuestos, derechos, contribuciones de mejoras y las tablas 

de valores unitarios de suelo y construcciones que sirvan de base para el cobro de las 

contribuciones sobre la propiedad inmobiliaria. 

Las legislaturas de los Estados aprobarán las leyes de ingresos de los municipios, revisarán 

y fiscalizarán sus cuentas públicas. Los presupuestos de egresos serán aprobados por los 

ayuntamientos con base en sus ingresos disponibles, y deberán incluir en los mismos, los 

tabuladores desglosados de las remuneraciones que perciban los servidores públicos 

municipales, sujetándose a lo dispuesto en el artículo 127 de esta Constitución. 

Los recursos que integran la hacienda municipal serán ejercidos en forma directa por los 

ayuntamientos, o bien, por quien ellos autoricen o por las comunidades indígenas que 

deseen ejercer su derecho al autogobierno de acuerdo a criterios poblacionales y de 

proporcionalidad; 



 

 

(…) 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

Segundo. El Congreso de la Unión y las legislaturas locales deberán realizar las adecuaciones 

que correspondan en un plazo máximo de 180 días contados a partir del inicio de la vigencia 

de este decreto. 

 

 

Diputado Hirepan Maya Martínez 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2022.  

 

 



 

 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO QUE REFORMA Y ADICIONA 

DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y 

PROCEDIMIENTOS ELECTORALES Y LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL 

DE LA FEDERACIÓN EN MATERIA DE COMUNIDADES Y PUEBLOS INDÍGENAS 

 

El que suscribe, Hirepan Maya Martínez, diputado de la LXV Legislatura de la Cámara de 

Diputados e integrante del Grupo Parlamentario de Morena, en ejercicio de la facultad que le 

confiere el artículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

y con fundamento en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 77 y 78 del Reglamento de la 

Cámara de Diputados, pone a consideración de la Cámara de Diputados del Honorable 

Congreso de la Unión, la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que reforma y adiciona 

diversas disposiciones de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y la 

Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, al tenor de la siguiente 

 

Exposición de motivos 

 

Esta propuesta de reforma electoral de rango legal es formulada por el Frente por la 

Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas y el Colectivo Emancipaciones, la cual 

es presentada por el diputado federal Hirepan Maya Martínez. 

Las luchas de los pueblos indígenas por el reconocimiento y garantía de nuestros derechos, 

tuvo uno de sus episodios más importantes con la reforma constitucional de 2011 en materia 

de derechos humanos. El centro de estas luchas ha estado históricamente en el derecho a la 

libre determinación, y concretamente el autogobierno como dimensión política. Si bien este 

derecho se reconoció en la Constitución federal en el 2001, esa reforma al artículo 2º 

constitucional traicionó los Acuerdos de San Andrés firmados entre el gobierno federal y el 

Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN). El reconocimiento de los pueblos y 

comunidades como entidades de interés público y no de derecho público, aunado al mandato 

de que los derechos otorgados en el artículo 2º constitucional deberían ser reglamentados en 

leyes secundarias emitidas por los congresos locales, fueron entre otros elementos los 

principales obstáculos para la garantía efectiva del derecho al autogobierno indígena. 



 

 

Sin embargo, en 2011 tras la reforma constitucional de derechos humanos, por primera vez uno 

de los máximos tribunales constitucionales del Estado, la Sala Superior del Tribunal Electoral 

del Poder Judicial de la Federación (TEPJF), realizó un control de convencionalidad y 

constitucionalidad que le llevó a reconocer y garantizar el derecho a la libre determinación, 

autonomía y autogobierno en un contexto donde este derecho no se encontraba regulado en la 

legislación local. Es el conocido como “caso Cherán”. Esta comunidad indígena, asentada en 

la cabecera del municipio homónimo, mediante el juicio para la protección de los derechos 

político-electorales del ciudadano SUP-JDC-9167/2011, logró que se reconociera su derecho a 

la libre determinación, autonomía y autogobierno, concretamente para poder elegir una 

estructura tradicional de autoridades que gobernaran el municipio, mediante elecciones por 

usos y costumbres sin partidos políticos. Entre los criterios que se desprendieron de este asunto, 

resaltan los siguientes: 

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 19/2014 

COMUNIDADES INDÍGENAS. ELEMENTOS QUE COMPONEN EL DERECHO DE 

AUTOGOBIERNO.- De la interpretación de los artículos 2, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 2, apartado 2, inciso b), 4, apartado 1, 5, inciso b), y 8 del Convenio sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

en Países Independientes; 4, 5 y 20 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, se desprende que las citadas comunidades tienen derecho a participar sin discriminación alguna, en la 

toma de decisiones en la vida política del Estado, a través de representantes electos por ellos de acuerdo con sus 

procedimientos. En este sentido, el derecho de autogobierno como manifestación concreta de la autonomía 

comprende: 1) El reconocimiento, mantenimiento y defensa de la autonomía de los citados pueblos para elegir a 

sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres y respetando los derechos humanos de sus 

integrantes; 2) El ejercicio de sus formas propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, 

procedimientos y prácticas tradicionales, a efecto de conservar y reforzar sus instituciones políticas y sociales; 3) 

La participación plena en la vida política del Estado, y 4) La intervención efectiva en todas las decisiones que les 

afecten y que son tomadas por las instituciones estatales, como las consultas previas con los pueblos indígenas en 

relación con cualquier medida que pueda afectar a sus intereses. Así, el autogobierno de las comunidades 

indígenas constituye una prerrogativa fundamental, indisponible para las autoridades y, por tanto, invocable ante 

los órganos jurisdiccionales para su respeto efectivo a través del sistema de medios de impugnación en materia 

electoral. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 



 

 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1740/2012 .—Actor: Bruno 

Plácido Valerio.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral del Estado de Guerrero.—13 

de marzo de 2013.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—Disidente: Flavio Galván 

Rivera.—Secretarios: Ángel Eduardo Zarazúa Alvizar, Fernando Ramírez Barrios y Emilio Zacarías Gálvez. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-325/2014 .—Actores: 

Joaquín Santiago y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Estatal Electoral y de 

Participación Ciudadana de Oaxaca.—2 de abril de 2014.—Mayoría de seis votos.—Ponente: Manuel González 

Oropeza.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Julio Antonio Saucedo Ramírez y Martín Juárez Mora. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veinticuatro de septiembre de dos mil catorce, aprobó por 

mayoría de cuatro votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 7, Número 14, 2014, páginas 24, 25 y 26. 

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Tesis XLII/2011 

USOS Y COSTUMBRES. A LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA ELECTORAL CORRESPONDE 

CONSULTAR A LA COMUNIDAD, SI OPTA POR CELEBRAR ELECCIONES BAJO ESE RÉGIMEN 

Y SOMETER EL RESULTADO AL CONGRESO DEL ESTADO.- De la interpretación sistemática de los 

artículos 1º, 2º, párrafo quinto, apartado A, fracción III, 41, 115, 122 de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 1º, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; 1º, del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales; 5, incisos a) y b), 7, párrafo 1, 8, párrafo 2, del Convenio número 

169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 4, 

5, 20 y 33 de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, se advierte que 

los integrantes de las comunidades indígenas tienen derecho a elegir sus autoridades, en conformidad con sus 

normas, procedimientos y prácticas tradicionales, en este sentido y a falta de desarrollo legislativo, la autoridad 

administrativa electoral debe realizar las consultas respectivas a la comunidad, para determinar si la mayoría de 

sus integrantes opta por celebrar elecciones por el sistema de usos y costumbres, cuyo resultado deberá someterse 

al Congreso del Estado, a fin de que emita el decreto que conforme a derecho corresponda. Dichas consultas 

deben: a) surgir de la colectividad indígena y del consentimiento libre de sus integrantes; b) respetar los derechos 

humanos y aplicar el criterio de mayoría; c) ser democráticas y equitativas, a fin de que participe el mayor número 

de integrantes de la comunidad; d) responder a las necesidades identificadas por los propios pueblos; e) practicarse 

en forma pacífica; f) proporcionar en forma recíproca todos los datos y la información necesaria, entre la 

comunidad y la propia autoridad, para la realización, contenidos y resultados conforme a las prácticas 

tradicionales; y, g) las medidas adoptadas deben gestionarse por los mismos interesados. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 



 

 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el catorce de diciembre de dos mil once, aprobó por mayoría 

de de cuatro votos la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 4, Número 9, 2011, páginas 72 y 73.  

Rosalva Durán Campos y otros 

VS 

Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán 

Jurisprudencia 12/2013 

COMUNIDADES INDÍGENAS. EL CRITERIO DE AUTOADSCRIPCIÓN ES SUFICIENTE PARA 

RECONOCER A SUS INTEGRANTES.- De la interpretación sistemática de los artículos 2º, párrafo quinto de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 1, apartado 2 del Convenio número 169 de la 

Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 3, 4, 9 y 32 

de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos Indígenas, se desprende que este tipo 

de comunidades tienen el derecho individual y colectivo a mantener y desarrollar sus propias características e 

identidades, así como a reconocer a sus integrantes como indígenas y a ser reconocidas como tales. Por tanto, el 

hecho de que una persona o grupo de personas se identifiquen y autoadscriban con el carácter de indígenas, es 

suficiente para considerar que existe un vínculo cultural, histórico, político, lingüístico o de otra índole con su 

comunidad y que, por tanto, deben regirse por las normas especiales que las regulan. Por ello, la autoadscripción 

constituye el criterio que permite reconocer la identidad indígena de los integrantes de las comunidades y así gozar 

de los derechos que de esa pertenencia se derivan. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-9167/2011 .—Actores: 

Rosalva Durán Campos y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de 

Michoacán.—2 de noviembre de 2011.—Mayoría de seis votos.—Ponente: José Alejandro Luna Ramos.—

Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretario: Fernando Ramírez Barrios. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-61/2012 .—Actores: Juan 

Fabían Juárez y otros.—Autoridad responsable: Consejo General del Instituto Electoral de Michoacán.—20 de 

enero de 2012.—Unanimidad de cinco votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Secretarios: Javier 

Ortiz Flores, Julio César Cruz Ricárdez y Juan Carlos Silva Adaya. 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-193/2012 .—Actores: 

Rubén Samuel Guevara Barrios y otro.—Responsables: Comisión Nacional de Garantías del Partido de la 

Revolución Democrática y otra.—29 de febrero de 2012.—Unanimidad de votos.—Ponente: María del Carmen 

Alanis Figueroa.—Secretario: Juan Antonio Garza García. 

La Sala Superior en sesión pública celebrada el treinta de julio de dos mil trece, aprobó por unanimidad 

de cinco votos la jurisprudencia que antecede y la declaró formalmente obligatoria. 



 

 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 6, Número 13, 2013, páginas 25 y 26. 

El caso Cherán ha significado un precedente clave para que todas las comunidades del país 

pudieran ejercer este derecho al autogobierno como dimensión política de la libre 

determinación, reconocido plenamente a nivel internacional, independientemente de su 

configuración local. San Luis Acatlán y Ayutla de los Libres en Guerrero, Oxchuc, Chilón y 

Sitalá en Chiapas, así como los pueblos originarios de Tlalpan y Xochimilco en la Ciudad de 

México, promovieron sus respectivos juicios ciudadanos, y aunque con resultados distintos, 

han marcado la lucha por el autogobierno indígena en México. 

Para los pueblos y comunidades indígenas de Michoacán sin duda Cherán es el referente 

moderno de la lucha histórica por la libre determinación. A nivel legislativo, el impulso del 

movimiento de Cherán logró que, en la reforma al Código Electoral del Estado en 2014, se 

agregara el TÍTULO TERCERO. DEL PROCESO DE LOS PUEBLOS INDÍGENAS, Y SU 

DERECHO A ELEGIR AUTORIDADES BAJO EL RÉGIMEN DE USOS Y 

COSTUMBRES; y que en la Ley de Mecanismos de Participación Ciudadana del Estado, 

promulgada en 2015, se incluyera a la consulta indígena como mecanismo de participación. 

Cabe mencionar que esta es de las pocas leyes en el país y en el continente donde se reconocen 

efectos vinculantes a los resultados de las consultas indígenas. 

Sin embargo, estos importantes avances en materia de derechos únicamente beneficiaban, al 

menos de manera clara, a las comunidades que estuvieran asentadas en las cabeceras 

municipales o aquéllas que pertenecieran a municipios mayoritariamente indígenas, a pesar de 

que ninguna norma nacional o internacional así lo especifica. De hecho, en la reforma a la 

Constitución Política del Estado de Michoacán realizada en 2012 se reconoció que el derecho 

a la libre determinación podía ejercerse a nivel comunal, además del municipal y el regional. 

A propósito de esta reforma, también es importante señalar que allí reconoció a las 

comunidades indígenas como sujetos de derecho púbico con personalidad propia. 

En este contexto, en 2016 la comunidad de San Francisco Pichátaro, tenencia (categoría de 

submunicipalidad) perteneciente al municipio de Tingambato, Michoacán, planteó a la Sala 

Superior del TEPJF que todas las comunidades indígenas somos sujetas del derecho al 

autogobierno independientemente de nuestro estatus administrativo, lo que está vinculado con 

nuestro derecho de participación política en el Estado. La Sala Superior resolvió en el SUP-

JDC-1865/2015 que Pichátaro tenía razón, determinando además que debían garantizarse las 

condiciones económicas para que el autogobierno indígena pudiera desarrollarse. En 



 

 

consecuencia, surgió el llamado “presupuesto directo”, en la medida en que la Sala Superior 

ordenó que se transfirieran a la comunidad todas las funciones de gobierno que ejercía el 

municipio, así como la parte proporcional del total de su presupuesto, en atención al criterio 

poblacional. De este juicio surgieron los siguientes criterios: 

Jesús Salvador González y otro 

Vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXIV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO A LA CONSULTA PREVIA, 

INFORMADA Y DE BUENA FE ES PROCEDENTE PARA DEFINIR LOS ELEMENTOS 

(CUANTITATIVOS Y CUALITATIVOS), NECESARIOS PARA LA TRANSFERENCIA DE 

RESPONSABILIDADES DERIVADAS DEL DERECHO AL AUTOGOBIERNO.- De una interpretación 

pro persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1° y 2º, de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos; así como 19, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas 

y Tribales en Países Independientes, se desprende que para garantizar el pleno ejercicio de los derechos a la 

autodeterminación, autonomía y autogobierno de las comunidades y pueblos indígenas, así como a su derecho 

efectivo a la participación política y a la consulta, resulta procedente que las autoridades federales, estatales y 

municipales, consulten de manera previa, informada y de buena fe, por conducto de sus autoridades tradicionales, 

los elementos (cuantitativos y cualitativos) necesarios para la transferencia de responsabilidades relacionadas con 

sus derechos constitucionales, incluyendo, de ser el caso, el derecho a la administración directa de los recursos 

económicos que le corresponden, con el objeto de definir las condiciones mínimas, culturalmente compatibles, 

necesarias y proporcionales para asegurar la transparencia, la debida administración y la rendición de cuentas 

respecto a la administración directa de tales recursos, atendiendo a las circunstancias específicas de cada 

comunidad.  

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Ausente: 

Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz Flores y 

Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por mayoría 

de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 



 

 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 118 y 119. 

 

Jesús Salvador González y otro 

vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXV/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. EL DERECHO AL AUTOGOBIERNO INCLUYE LA 

TRANSFERENCIA DE RESPONSABILIDADES RELACIONADAS CON EL EJERCICIO DE SUS 

DERECHOS A LA AUTODETERMINACIÓN, AUTONOMÍA Y AUTOGOBIERNO, VINCULADO 

CON SU DERECHO A LA PARTICIPACIÓN POLÍTICA EFECTIVA Y LA ADMINISTRACIÓN 

DIRECTA DE LOS RECURSOS QUE LES CORRESPONDEN.- De una interpretación pro persona, 

sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º, de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos; 3, 20 y 23, de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas; 7, párrafo 1, del Convenio 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países Independientes; 114, tercer 

párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del Estado de Michoacán de Ocampo; y 91, de la 

Ley Orgánica Municipal del Estado de Michoacán de Ocampo, y atendiendo a los principios de interdependencia 

e indivisibilidad de los derechos humanos, se desprende que el derecho de los pueblos y comunidades indígenas 

al autogobierno, reconocido constitucionalmente, consistente en determinar su condición política y perseguir 

libremente su desarrollo integral, incluye, entre otros aspectos, la transferencia de responsabilidades, a través de 

sus autoridades tradicionales o reconocidas, en relación con el ejercicio de sus derechos a la autodeterminación, 

autonomía y autogobierno, vinculada con el de participación política efectiva y la administración directa de los 

recursos que le corresponden, pues dichos derechos humanos únicamente pueden concretarse al contar con un 

mínimo de derechos necesarios para garantizar la existencia, dignidad, bienestar de sus integrantes y desarrollo 

integral, así como su identidad cultural. En este sentido, las autoridades municipales deberán determinar 

equitativamente, en el contexto de la legislación estatal aplicable, los recursos que le corresponde a una comunidad 

indígena, respecto del resto del municipio. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Ausente: 

Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz Flores y 

Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por mayoría 

de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 



 

 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 119, 120 y 121. 

 

Jesús Salvador González y otro 

vs. 

Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de Ocampo 

Tesis LXIII/2016 

PUEBLOS Y COMUNIDADES INDÍGENAS. DADOS LOS PRINCIPIOS DE INTERDEPENDENCIA E 

INDIVISIBILIDAD DE LOS DERECHOS HUMANOS, SU DERECHO AL AUTOGOBIERNO NO 

PUEDE CONCRETARSE A MENOS QUE CUENTEN CON LOS DERECHOS MÍNIMOS PARA LA 

EXISTENCIA, DIGNIDAD, BIENESTAR Y DESARROLLO INTEGRAL.- De una interpretación pro 

persona, sistemática, funcional y evolutiva de lo dispuesto en los artículos 1º y 2º de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos; 114, tercer párrafo, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano del 

Estado de Michoacán de Ocampo; del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; así como de lo 

dispuesto en el Pacto Internacional de Derechos Económicos y Sociales; y del Protocolo de San Salvador, en 

conjunción con los artículos 3º y 4° de la Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas y 6, del Convenio 169 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

en Países Independientes, se desprende que, dado los principios de interdependencia e indivisibilidad de los 

derechos humanos, el derecho al autogobierno y autonomía de los pueblos y comunidades indígenas no puede 

concretarse, a menos que cuenten con los derechos mínimos para la existencia, dignidad, bienestar de sus 

integrantes y desarrollo integral, así como su identidad cultural, en un marco de pleno respeto a los derechos 

humanos y, destacadamente, la dignidad e integridad de las mujeres indígenas. 

Quinta Época: 

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del ciudadano. SUP-JDC-1865/2015.—Actores: 

Jesús Salvador González y otro.—Autoridad responsable: Ayuntamiento de Tingambato, Michoacán de 

Ocampo.—18 de mayo de 2016.—Mayoría de cuatro votos.—Ponente: Salvador Olimpo Nava Gomar.—Ausente: 

Pedro Esteban Penagos López.—Disidente: Flavio Galván Rivera.—Secretarios: Javier Miguel Ortiz Flores y 

Mauricio I. Del Toro Huerta.  

La Sala Superior en sesión pública celebrada el veintidós de junio de dos mil dieciséis, aprobó por mayoría 

de cinco votos, con el voto en contra del Magistrado Flavio Galván Rivera, la tesis que antecede. 

Gaceta de Jurisprudencia y Tesis en materia electoral, Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 

Federación, Año 9, Número 18, 2016, páginas 117 y 118. 

El “caso Pichátaro” sentó un precedente de tales dimensiones que hoy día más de 15 

comunidades en Michoacán ejercen su autogobierno con presupuesto propio, teniendo el 



 

 

carácter de submunicipalidades o tenencias. En otras entidades como Oaxaca y la Ciudad de 

México, en los años subsecuentes también se ha intentado ejercer este derecho. 

Sin embargo, en 2020 la Sala Superior del TEPJF abandonó las tesis antes citadas y declaró 

que la jurisdicción electoral no era competente para resolver este tipo de asuntos. Pese a este 

revés, el Frente por la Autonomía de Concejos y Comunidades Indígenas de Michoacán, 

presentamos e impulsamos desde el 2019 una iniciativa de reforma a la Ley Orgánica 

Municipal para que se reconocieran los autogobiernos indígenas y se estableciera un 

mecanismo administrativo para acceder a este derecho, a través de un procedimiento de 

consulta previa. Esto finalmente se logró y una nueva legislación con nuestro aporte fue 

publicada en el Periódico Oficial el 30 de marzo de 2021. 

Las autoridades municipales siempre han estado en contra de los pueblos, nos han mantenido 

en la marginalidad y prueba de ello es que históricamente la infraestructura no llega a nuestras 

comunidades por decisión de los ayuntamientos y la corrupción de sus funcionarios. La 

diferencia con el autogobierno indígena es que ese dinero público que antes iba a sus bolsillos, 

hoy es ejercido con eficiencia y transparencia por las autoridades tradicionales de nuestras 

comunidades, que han sido elegidas a través de nuestros usos y costumbres. 

La vocación antiderechos, de corrupción y de discriminación, ha llevado a varios 

ayuntamientos a oponerse a la lucha de nuestros pueblos por el autogobierno indígena, primero 

a través del golpeteo político y después a través de los juicios de controversia constitucional 

interpuestos ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación. Uno de estos juicios fue resuelto 

el pasado mes de agosto, y la Corte, en una decisión abiertamente regresiva y violatoria de 

derechos humanos, declaró inválida la reforma a la Ley Orgánica Municipal de Michoacán. 

No obstante, los pueblos seguiremos nuestra lucha histórica por el ejercicio de nuestros 

derechos, y no nos detendremos ante las medidas regresivas y los embates institucionales. Es 

por ello que las comunidades que integramos el Frente por la Autonomía de Concejos y 

Comunidades Indígenas, así como el Colectivo Emancipaciones, con base en la experiencia 

que hemos adquirido en los años en que hemos ejercido el autogobierno, proponemos la 

siguiente iniciativa que busca armonizar en materia legislativa lo que en la práctica a través de 

resoluciones jurisdiccionales y otros avances locales hemos venido ejerciendo. 

 

A continuación, se muestra una tabla sobre el texto vigente y la propuesta de reforma: 



 

 

LEY GENERAL DE INSTITUCIONES Y PROCEDIMIENTOS ELECTORALES 

TEXTO VIGENTE PROPUESTA DE REFORMA 

Artículo 1. 

1. … 

 

2. … 

 

3. … 

 

4. … 

 

 

Artículo 1. 

1. … 

 

2. … 

 

3. … 

 

4. … 

5. Está ley reconoce la composición 
pluricultural del Estado mexicano y en 
consecuencia la demodiversidad 
materializada en los diferentes sistemas, 
principios, normas, instituciones y prácticas 
democráticas y de gobierno de los pueblos y 
de las comunidades indígenas de México y de 
los pueblos y barrios originarios de la Ciudad 
de México. En concordancia con el artículo 1° 
de la Carta Magna, las disposiciones de esta 
ley tendrán en consideración los derechos 
políticos internacionalmente reconocidos a 
los pueblos y comunidades indígenas, para lo 
cual se aseguran los principios pro persona, de 
progresividad, buena fe, igualdad y no 
discriminación. 

Adicionalmente ninguno de los derechos 
previstos en esta ley podrá ser invocado para 
conculcar otras prerrogativas obtenidas por 
los pueblos y comunidades indígenas del país 
en otras leyes y/o resoluciones. 

Artículo 2.  

1. Esta Ley reglamenta las normas 

constitucionales relativas a: 

 

a) Los derechos y obligaciones político-

electorales de las ciudadanas y los ciudadanos; 

 

Artículo 2.  

1. Esta Ley reglamenta las normas 

constitucionales relativas a: 

 

a) Los derechos y obligaciones político-

electorales de las ciudadanas y los ciudadanos; 

 



 

 

b) La función estatal de organizar las elecciones 

de los integrantes de los Poderes Legislativo y 

Ejecutivo de la Unión; 

 

c) Las reglas comunes a los procesos electorales 

federales y locales, y 

 

d) La integración de los organismos electorales. 

b) La función estatal de organizar las elecciones 

de los integrantes de los Poderes Legislativo y 

Ejecutivo de la Unión; 

 

c) Las reglas comunes a los procesos electorales 

federales y locales, y 

 

d) La integración de los organismos electorales. 

e) Los derechos políticos de los pueblos y de 
las comunidades indígenas de México y de los 
pueblos y barrios originarios de la Ciudad de 
México; así como los principios generales de 
los regímenes de autogobierno indígena. 

Artículo 3.  

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

 
a) … 
 
b) … 
 
c) … 
 
d) … 
 
d bis) … 
 
e) … 
 
f) … 
 
g) … 
 
h) … 
 
i) … 
 
j) … 
 
k) … 
 
… 
 
… 

Artículo 3.  

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

 
a) … 
 
b) … 
 
c) … 
 
d) … 
 
d bis) … 
 
e) … 
 
f) … 
 
g) … 
 
h) … 
 
i) … 
 
j) … 
 
k) … 
 
… 
 
… 
 



 

 

l) Autogobierno indígena: Es una 
manifestación autónoma de organización 
política y un derecho fundamental de los 
pueblos y comunidades indígenas de México, 
y de los pueblos y barrios originarios de la 
Ciudad de México que comprende al menos 
los siguientes elementos: 1) El 
reconocimiento, mantenimiento y defensa de 
la autonomía de los citados pueblos para 
elegir a sus autoridades o representantes 
acorde con sus usos y costumbres y 
respetando los derechos humanos de sus 
integrantes; 2) El ejercicio de sus formas 
propias de gobierno interno, siguiendo para 
ello sus normas, procedimientos y prácticas 
tradicionales, a efecto de conservar, modificar 
y reforzar sus instituciones políticas y sociales; 
3) La participación plena en la vida política del 
Estado, y 4) La intervención efectiva en todas 
las decisiones que les afecten y que son 
tomadas por las instituciones estatales. 

m) Sistema normativo interno: Es el conjunto 
de principios, normas, instituciones y prácticas 
mediante las cuales los pueblos y las 
comunidades indígenas de México y los 
barrios pueblos y originarios de la Ciudad de 
México eligen a sus autoridades y 
representantes. Estos pueden ejercerse desde 
lo comunal, lo submunicipal, lo municipal y 
hasta lo federal. 

Las autoridades agrarias de las comunidades 
indígenas quedan exentas de esta regulación, 
en virtud de que cuentan con su propio marco 
jurídico. 

n) Gobierno Comunal: Es la organización 
política basada en conjunto de principios, 
normas, instituciones y de prácticas a través 
de los cuales los pueblos y las comunidades 
indígenas de México y los pueblos y barrios 
originarios de la Ciudad de México rigen su 
organización jurídica y política y conducen los 
destinos de sus comunidades. El gobierno 
comunal se puede ejercer tanto a nivel 
submunicipal, como a nivel municipal. 

Artículo 5.  Artículo 5.  



 

 

1. La aplicación de esta Ley corresponde, en sus 

respectivos ámbitos de competencia, al 

Instituto, al Tribunal Electoral, a los Organismos 

Públicos Locales y a las autoridades 

jurisdiccionales locales en la materia, a la 

Cámara de Diputados y a la Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión.  

 

2. La interpretación de esta Ley se hará 

conforme a los criterios gramatical, sistemático 

y funcional, atendiendo a lo dispuesto en el 

último párrafo del artículo 14 de la 

Constitución. 

1. La aplicación de esta Ley corresponde, en sus 

respectivos ámbitos de competencia, al 

Instituto, al Tribunal Electoral, a los Organismos 

Públicos Locales y a las autoridades 

jurisdiccionales locales en la materia, a la 

Cámara de Diputados y a la Cámara de 

Senadores del Congreso de la Unión.  

 

2. La interpretación de esta Ley se hará 

conforme a los criterios gramatical, sistemático 

y funcional, atendiendo a lo dispuesto en el 

último párrafo del artículo 14 de la 

Constitución. 

3. En el caso de los derechos de autogobierno 
los pueblos y las comunidades indígenas de 
México y los pueblos y barrios originarios de la 
Ciudad de México, la interpretación de esta 
ley deberá considerar una perspectiva 
intercultural y plural de los derechos. Deberá, 
también, en todo momento, orientarse a la 
consecución de la mayor autonomía de los 
referidos pueblos y comunidades indígenas, 
así como los barrios originarios de la Ciudad de 
México. 

Artículo 6.  

1. La promoción de la participación ciudadana 

para el ejercicio del derecho al sufragio 

corresponde al Instituto, a los Organismos 

Públicos Locales, a los partidos políticos y sus 

candidatos. El Instituto emitirá las reglas a las 

que se sujetarán las campañas de promoción 

del voto que realicen otras organizaciones.  

 

2. El Instituto, los Organismos Públicos Locales, 

los partidos políticos, personas precandidatas y 

candidatas, deberán garantizar el principio de 

Artículo 6.  

1. La promoción de la participación ciudadana 

para el ejercicio del derecho al sufragio 

corresponde al Instituto, a los Organismos 

Públicos Locales, a los partidos políticos y sus 

candidatos. El Instituto emitirá las reglas a las 

que se sujetarán las campañas de promoción 

del voto que realicen otras organizaciones.  

 

2. El Instituto, los Organismos Públicos Locales, 

los partidos políticos, personas precandidatas y 

candidatas, deberán garantizar el principio de 



 

 

paridad de género en el ejercicio de los 

derechos políticos y electorales, así como el 

respeto a los derechos humanos de las 

mujeres. 

 

3. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, 

dispondrá lo necesario para asegurar el 

cumplimiento de las normas antes establecidas 

y de las demás dispuestas en esta Ley. 

paridad de género en el ejercicio de los 

derechos políticos y electorales, así como el 

respeto a los derechos humanos de las 

mujeres. 

 

3. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, 

dispondrá lo necesario para asegurar el 

cumplimiento de las normas antes establecidas 

y de las demás dispuestas en esta Ley. 

4. Tanto a nivel federal como en las entidades 
federativas las comunidades y los pueblos que 
se rigen por autogobierno indígena y sistema 
normativo interno deberán de contar con, al 
menos, un lugar con voz y con voto en los 
respectivos consejos generales de los 
Institutos. La persona representante deberá 
ser nombrada conforme al sistema normativo 
interno por las comunidades indígenas y/o 
barrios originarios con dicho régimen legal. 

 

Artículo 7 bis. 

1. El régimen de autogobierno indígena puede 
implicar el ejercicio de una o de varias de las 
siguientes dimensiones: 

a) La elección de autoridades comunales, 
submunicipales, municipales, a nivel de 
distrito y demás niveles susceptibles de 
acuerdo al sistema de normativo interno. 

b) La integración, tanto a escala submunicipal 
y municipal de gobiernos comunales, que son 
la manifestación de las formas de gobierno y 
organización políticas propias de las 
comunidades. 

c) La administración directa del presupuesto 
por parte de los pueblos, comunidades y 
barrios originarios en mención y el ejercicio de 
funciones de gobierno por parte de sub 
municipalidades indígenas. 

La regulación de cada una de estas 
dimensiones deberá ser precisada en la 



 

 

legislación correspondiente en cada entidad 
federativa a fin de responder de manera 
adecuada a las necesidades y aspiraciones de 
los barrios originarios, los pueblos y las 
comunidades indígenas. 

LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL DE LA FEDERACIÓN 

Artículo 166. En los términos de lo dispuesto 

por los artículos 41, Base VI; 60, párrafos 

segundo y tercero y 99, párrafo cuarto, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Tribunal Electoral, de 

conformidad con lo que señalen la propia 

Constitución y las leyes aplicables, es 

competente para: 

 

I. … 

 
II …  
 
… 
 
… 
 
III. Resolver, en forma definitiva e inatacable, 
las controversias que se susciten por: 
 
a) … 
 
b) … 
 
c) … 
 
d) … 
 
e) … 
 
f) … 
 
g) … 
 
h) … 
 
IV. … 

Artículo 166. En los términos de lo dispuesto 

por los artículos 41, Base VI; 60, párrafos 

segundo y tercero y 99, párrafo cuarto, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Tribunal Electoral, de 

conformidad con lo que señalen la propia 

Constitución y las leyes aplicables, es 

competente para: 

 

I. … 

 
II …  
 
… 
 
… 
 
III. Resolver, en forma definitiva e inatacable, 
las controversias que se susciten por: 
 
a) … 
 
b) … 
 
c) … 
 
d) … 
 
e) … 
 
f) … 
 
g) … 
 
h) … 
 



 

 

 
V. … 
 
VI. … 
 
VII. … 
 
VIII. … 
 
IX. … 
 
X. … 

 

(…) 

i) Los asuntos relativos a los derechos de libre 
determinación, autonomía y autogobierno 
indígena de los pueblos, las comunidades 
indígenas y los pueblos y barrios originarios de 
la Ciudad de México, incluidas las elecciones 
de su autoridades y representantes en todos 
los niveles y el acceso a la administración 
directa del presupuesto público. 
 
IV. … 
 
V. … 
 
VI. … 
 
VII. … 
 
VIII. … 
 
IX. … 

X. … 

(…) 

 

Por lo anterior se expide el siguiente  

 

Decreto que reforma y adiciona los artículos 1°, numeral 5; 2°, numeral 1, inciso e); 3°, 

numeral 1, incisos l), m), n); 5°, numeral 3; 6°, numeral 4; y 7 bis de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales; y 166, fracción III, inciso i) de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación. 

 

Artículo primero. Se reforman y adicionan los artículos 1°, numeral 5; 2°, numeral 1, inciso 

e); 3°, numeral 1, incisos l), m), n); 5°, numeral 3; 6°, numeral 4; y 7 bis de la Ley General de 

Instituciones y Procedimientos Electorales para quedar de la siguiente manera: 

 

Artículo 1. 

1. La presente Ley es de orden público y de observancia general en el territorio nacional y para 

los Ciudadanos que ejerzan su derecho al sufragio en territorio extranjero. Tiene por objeto 

establecer las disposiciones aplicables en materia de instituciones y procedimientos electorales, 



 

 

distribuir competencias entre la Federación y las entidades federativas en estas materias, así 

como la relación entre el Instituto Nacional Electoral y los Organismos Públicos Locales. 

 

2. Las disposiciones de la presente Ley son aplicables a las elecciones en el ámbito federal y 

en el ámbito local respecto de las materias que establece la Constitución. 

 

3. Las Constituciones y leyes locales se ajustarán a lo previsto en la Constitución y en esta Ley. 

 

4. La renovación de los poderes Ejecutivo y Legislativo de la Federación, así como las 

correspondientes a los poderes Ejecutivo, Legislativo y de los Ayuntamientos en los estados 

de la Federación, y del Jefe de Gobierno, diputados a la Asamblea Legislativa y los jefes 

delegacionales del Distrito Federal, se realizarán mediante elecciones libres, auténticas y 

periódicas, mediante sufragio universal, libre, secreto y directo. 

5. Está ley reconoce la composición pluricultural del Estado mexicano y en consecuencia 

la demodiversidad materializada en los diferentes sistemas, principios, normas, 

instituciones y prácticas democráticas y de gobierno de los pueblos y de las comunidades 

indígenas de México y de los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México. En 

concordancia con el artículo 1° de la Carta Magna, las disposiciones de esta ley tendrán 

en consideración los derechos políticos internacionalmente reconocidos a los pueblos y 

comunidades indígenas, para lo cual se aseguran los principios pro persona, de 

progresividad, buena fe, igualdad y no discriminación. 

Adicionalmente ninguno de los derechos previstos en esta ley podrá ser invocado para 

conculcar otras prerrogativas obtenidas por los pueblos y comunidades indígenas del país 

en otras leyes y/o resoluciones. 

 

Artículo 2.  

1. Esta Ley reglamenta las normas constitucionales relativas a: 

 

a) Los derechos y obligaciones político-electorales de las ciudadanas y los ciudadanos; 

 

b) La función estatal de organizar las elecciones de los integrantes de los Poderes Legislativo 

y Ejecutivo de la Unión; 



 

 

 

c) Las reglas comunes a los procesos electorales federales y locales, y 

 

d) La integración de los organismos electorales. 

 

e) Los derechos políticos de los pueblos y de las comunidades indígenas de México y de 

los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México; así como los principios 

generales de los regímenes de autogobierno indígena. 

 

Artículo 3.  

1. Para los efectos de esta Ley se entiende por: 

 

a) Actos Anticipados de Campaña: Los actos de expresión que se realicen bajo cualquier 

modalidad y en cualquier momento fuera de la etapa de campañas, que contengan llamados 

expresos al voto en contra o a favor de una candidatura o un partido, o expresiones solicitando 

cualquier tipo de apoyo para contender en el proceso electoral por alguna candidatura o para 

un partido; 

 

b) Actos Anticipados de Precampaña: Las expresiones que se realicen bajo cualquier 

modalidad y en cualquier momento durante el lapso que va desde el inicio del proceso electoral 

hasta antes del plazo legal para el inicio de las precampañas, que contengan llamados expresos 

al voto en contra o a favor de una precandidatura; 

 

c) Candidato Independiente: El ciudadano que obtenga por parte de la autoridad electoral el 

acuerdo de registro, habiendo cumplido los requisitos que para tal efecto establece la presente 

Ley; 

 

d) Ciudadanos o Ciudadanas: Las personas que teniendo la calidad de mexicanas reúnan los 

requisitos determinados en el artículo 34 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; 

 

d bis) Paridad de género: Igualdad política entre mujeres y hombres, se garantiza con la 

asignación del 50% mujeres y 50% hombres en candidaturas a cargos de elección popular y en 

nombramientos de cargos por designación; 



 

 

 

e) Consejo General: El Consejo General del Instituto; 

 

f) Constitución: La Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 

 

g) Instituto: El Instituto Nacional Electoral; 

 

h) Ley General de Acceso: Ley General de Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de 

Violencia; 

 

i) Organismos Públicos Locales: Los organismos públicos electorales de las entidades 

federativas; 

 

j) Tribunal Electoral: El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, y 

 

k) La violencia política contra las mujeres en razón de género: es toda acción u omisión, 

incluida la tolerancia, basada en elementos de género y ejercida dentro de la esfera pública o 

privada, que tenga por objeto o resultado limitar, anular o menoscabar el ejercicio efectivo de 

los derechos políticos y electorales de una o varias mujeres, el acceso al pleno ejercicio de las 

atribuciones inherentes a su cargo, labor o actividad, el libre desarrollo de la función pública, 

la toma de decisiones, la libertad de organización, así como el acceso y ejercicio a las 

prerrogativas, tratándose de precandidaturas, candidaturas, funciones o cargos públicos del 

mismo tipo. 

 

Se entenderá que las acciones u omisiones se basan en elementos de género, cuando se dirijan 

a una mujer por ser mujer; le afecten desproporcionadamente o tengan un impacto diferenciado 

en ella.  

 

Puede manifestarse en cualquiera de los tipos de violencia reconocidos en la Ley General de 

Acceso de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia y puede ser perpetrada indistintamente 

por agentes estatales, por superiores jerárquicos, colegas de trabajo, personas dirigentes de 

partidos políticos, militantes, simpatizantes, precandidatas, precandidatos, candidatas o 

candidatos postulados por los partidos políticos o representantes de los mismos; medios de 

comunicación y sus integrantes, por un particular o por un grupo de personas particulares. 



 

 

l) Autogobierno indígena: Es una manifestación autónoma de organización política y un 

derecho fundamental de los pueblos y comunidades indígenas de México, y de los pueblos 

y barrios originarios de la Ciudad de México que comprende al menos los siguientes 

elementos: 1) El reconocimiento, mantenimiento y defensa de la autonomía de los citados 

pueblos para elegir a sus autoridades o representantes acorde con sus usos y costumbres 

y respetando los derechos humanos de sus integrantes; 2) El ejercicio de sus formas 

propias de gobierno interno, siguiendo para ello sus normas, procedimientos y prácticas 

tradicionales, a efecto de conservar, modificar y reforzar sus instituciones políticas y 

sociales; 3) La participación plena en la vida política del Estado, y 4) La intervención 

efectiva en todas las decisiones que les afecten y que son tomadas por las instituciones 

estatales. 

m) Sistema normativo interno: Es el conjunto de principios, normas, instituciones y 

prácticas mediante las cuales los pueblos y las comunidades indígenas de México y los 

barrios pueblos y originarios de la Ciudad de México eligen a sus autoridades y 

representantes. Estos pueden ejercerse desde lo comunal, lo submunicipal, lo municipal 

y hasta lo federal. 

Las autoridades agrarias de las comunidades indígenas quedan exentas de esta 

regulación, en virtud de que cuentan con su propio marco jurídico. 

n) Gobierno Comunal: Es la organización política basada en conjunto de principios, 

normas, instituciones y de prácticas a través de los cuales los pueblos y las comunidades 

indígenas de México y los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México rigen su 

organización jurídica y política y conducen los destinos de sus comunidades. El gobierno 

comunal se puede ejercer tanto a nivel submunicipal, como a nivel municipal. 

 

Artículo 5.  

1. La aplicación de esta Ley corresponde, en sus respectivos ámbitos de competencia, al 

Instituto, al Tribunal Electoral, a los Organismos Públicos Locales y a las autoridades 

jurisdiccionales locales en la materia, a la Cámara de Diputados y a la Cámara de Senadores 

del Congreso de la Unión.  

 

2. La interpretación de esta Ley se hará conforme a los criterios gramatical, sistemático y 

funcional, atendiendo a lo dispuesto en el último párrafo del artículo 14 de la Constitución. 



 

 

 

3. En el caso de los derechos de autogobierno los pueblos y las comunidades indígenas de 

México y los pueblos y barrios originarios de la Ciudad de México, la interpretación de 

esta ley deberá considerar una perspectiva intercultural y plural de los derechos. Deberá, 

también, en todo momento, orientarse a la consecución de la mayor autonomía de los 

referidos pueblos y comunidades indígenas, así como los barrios originarios de la Ciudad 

de México. 

 

Artículo 6.  

1. La promoción de la participación ciudadana para el ejercicio del derecho al sufragio 

corresponde al Instituto, a los Organismos Públicos Locales, a los partidos políticos y sus 

candidatos. El Instituto emitirá las reglas a las que se sujetarán las campañas de promoción del 

voto que realicen otras organizaciones.  

 

2. El Instituto, los Organismos Públicos Locales, los partidos políticos, personas precandidatas 

y candidatas, deberán garantizar el principio de paridad de género en el ejercicio de los 

derechos políticos y electorales, así como el respeto a los derechos humanos de las mujeres. 

 

3. El Instituto, en el ámbito de sus atribuciones, dispondrá lo necesario para asegurar el 

cumplimiento de las normas antes establecidas y de las demás dispuestas en esta Ley. 

 

4. Tanto a nivel federal como en las entidades federativas las comunidades y los pueblos 

que se rigen por autogobierno indígena y sistema normativo interno deberán de contar 

con, al menos, un lugar con voz y con voto en los respectivos consejos generales de los 

Institutos. La persona representante deberá ser nombrada conforme al sistema 

normativo interno por las comunidades indígenas y/o barrios originarios con dicho 

régimen legal. 

Artículo 7 bis. 

1. El régimen de autogobierno indígena puede implicar el ejercicio de una o de varias de 

las siguientes dimensiones: 

a) La elección de autoridades comunales, submunicipales, municipales, a nivel de distrito 

y demás niveles susceptibles de acuerdo al sistema de normativo interno. 



 

 

b) La integración, tanto a escala submunicipal y municipal de gobiernos comunales, que 

son la manifestación de las formas de gobierno y organización políticas propias de las 

comunidades. 

c) La administración directa del presupuesto por parte de los pueblos, comunidades y 

barrios originarios en mención y el ejercicio de funciones de gobierno por parte de sub 

municipalidades indígenas. 

La regulación de cada una de estas dimensiones deberá ser precisada en la legislación 

correspondiente en cada entidad federativa a fin de responder de manera adecuada a las 

necesidades y aspiraciones de los barrios originarios, los pueblos y las comunidades 

indígenas. 

 

Artículo segundo. Se reforma y adiciona el artículo 166, fracción III, inciso i) de la Ley 

Orgánica del Poder Judicial de la Federación para quedar de la siguiente manera: 

 

Artículo 166. En los términos de lo dispuesto por los artículos 41, Base VI; 60, párrafos 

segundo y tercero y 99, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Tribunal Electoral, de conformidad con lo que señalen la propia Constitución y 

las leyes aplicables, es competente para: 

 

I. Resolver, en forma definitiva e inatacable, las impugnaciones sobre las elecciones 

federales de diputados, diputadas, senadoras y senadores; 

 

II. Resolver, en una sola instancia y en forma definitiva e inatacable, las impugnaciones sobre 

la elección de Presidenta o Presidente de los Estados Unidos Mexicanos. Una vez resueltas las 

que se hubieren interpuesto, la Sala Superior, a más tardar el 6 de septiembre del año de la 

elección, realizará el cómputo final, procediendo a formular la declaración de validez de la 

elección y la de Presidenta o Presidente Electo respecto de la persona candidata que hubiese 

obtenido el mayor número de votos. 

 

La declaración de validez de la elección y la de Presidenta o Presidente Electo formulada por 

la Sala Superior, se notificará a la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados para el mes de 

septiembre del año de la elección, a efecto de que esta última expida y publique de inmediato 

el Bando Solemne a que se refiere la fracción I del artículo 74 de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos. 



 

 

 

Las Salas del Tribunal sólo podrán declarar la nulidad de una elección por las causales que 

expresamente se establezcan en la Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en 

Materia Electoral; 

 

III. Resolver, en forma definitiva e inatacable, las controversias que se susciten por: 

 

a) Actos y resoluciones de la autoridad electoral federal distintos a los señalados en las 

fracciones I y II anteriores, que violen normas constitucionales o legales; 

 

b) Actos y resoluciones definitivos y firmes de las autoridades competentes para organizar, 

calificar o resolver las impugnaciones en los procesos electorales de las entidades federativas, 

que puedan resultar determinantes para el desarrollo del proceso electoral respectivo o el 

resultado final de las elecciones. Esta vía procederá solamente cuando se viole algún precepto 

establecido en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la reparación 

solicitada sea material y jurídicamente posible dentro de los plazos electorales, y sea factible 

antes de la fecha constitucional o legalmente fijada para la instalación de los órganos o la toma 

de posesión de los funcionarios electos; 

 

c) Actos y resoluciones que violen los derechos político–electorales de las y los ciudadanos de 

votar y ser votados en las elecciones populares, asociarse individual y libremente para tomar 

parte en forma pacífica en los asuntos políticos y afiliarse libre e individualmente a los partidos 

políticos, siempre y cuando se hubiesen reunido los requisitos constitucionales y los que se 

señalen en las leyes para su ejercicio; 

 

d) Conflictos o diferencias laborales entre el Tribunal Electoral y sus personas servidoras 

públicas; 

 

e) Conflictos o diferencias laborales entre el Instituto Nacional Electoral y sus personas 

servidoras públicas; 

 

f) Conflictos concernientes a impedimentos presentados contra las y los magistrados; 

 



 

 

g) Impugnaciones contra los actos del Consejo General, de la persona Consejera Presidenta o 

de la Junta General Ejecutiva del Instituto Nacional Electoral, y 

 

h) Los asuntos que el Instituto Nacional Electoral someta a su conocimiento por violaciones a 

lo previsto en la Base III del artículo 41 y párrafo octavo del artículo 134 de la Constitución; a 

las normas sobre propaganda política electoral, así como por la realización de actos anticipados 

de precampaña o campaña, e imponer las sanciones que correspondan; 

 

i) Los asuntos relativos a los derechos de libre determinación, autonomía y autogobierno 

indígena de los pueblos, las comunidades indígenas y los pueblos y barrios originarios de 

la Ciudad de México, incluidas las elecciones de su autoridades y representantes en todos 

los niveles y el acceso a la administración directa del presupuesto público. 

 

IV. Fijar jurisprudencia en los términos de los artículos 214 al 217 de esta Ley; 

 

V. Resolver, en forma definitiva e inatacable, sobre la determinación e imposición de sanciones 

en la materia; 

 

VI. Elaborar anualmente el proyecto de su Presupuesto y proponerlo al presidente o a la 

presidenta de la Suprema Corte de Justicia de la Nación para su inclusión en el del Poder 

Judicial de la Federación; 

 

VII. Expedir su Reglamento Interno y los acuerdos generales necesarios para su adecuado 

funcionamiento; 

 

VIII. Desarrollar directamente o por conducto de la Escuela Judicial Electoral, como 

institución educativa especializada, tareas de formación, investigación, capacitación y difusión 

en la materia; 

 

IX. Conducir las relaciones con otros tribunales electorales, autoridades e instituciones, 

nacionales e internacionales, y 

X. Las demás que le señalen las leyes. 



 

 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 

Oficial de la Federación.  

Segundo.  Las legislaturas de las entidades federativas contaran con un plazo no mayor a 120 

días hábiles para armonizar sus respectivas leyes a lo dispuesto en esta ley, con especial énfasis 

en lo establecido en el artículo 7 bis. 

 

 

 

Diputado Hirepan Maya Martínez 

 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 29 de septiembre de 2022.  
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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE AVIACIÓN 

CIVIL, ASÍ COMO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR, EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LOS DERECHOS 

DE LOS USUARIOS DE LAS AEROLÍNEAS COMERCIALES. 

 

El que suscribe, Armando Reyes Ledesma, Diputado Federal de la 

LXV Legislatura de la Honorable Cámara de Diputados, a nombre propio 

y en representación del Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo, 

con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71, fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y de 

conformidad con lo dispuesto en los artículos 6, numeral 1, fracción I; 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a la 

consideración de esta H. Soberanía la siguiente:  

 

Iniciativa con Proyecto de Decreto por el que se reforman los Artículos 

1, 2, 3, 4, 7 Bis, 15, 39, 42 y 47 Bis; todos de la Ley de Aviación Civil; y 

el artículo 24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, en materia 

de protección de los derechos de los usuarios de las aerolíneas 

comerciales, al tenor de la siguiente: 

 

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

 

El servicio de transporte aéreo es indispensable hoy en día para muchas 

personas que viajan a grandes distancias, ya sea por trabajo, para hacer 

turismo en nuestro país o para visitar a familiares cercanos; a pesar de 

ser uno de los servicios con mayor número de legislaciones y 

regulaciones a nivel mundial, en México aún hay un gran margen de 

vacíos legales para la prestación de este servicio, lo cual las aerolíneas 

aprovechan para incrementar los precios de insumos y tarifas de 
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manera dolosa y ventajosa perjudicando a los usuarios de dicho 

servicio. 

 

Al ser situaciones tan cotidianas y que en cierto punto parecen aisladas 

entre los usuarios, no se toma en cuenta que con este tipo de acciones 

las aerolíneas están violando derechos subjetivos de los consumidores 

y lo hacen dolosamente. 

 

Si bien la legislación nacional ha permitido a las aerolíneas fijar tarifas 

para la prestación del servicio de transporte aéreo, ellas han abusado 

reiteradamente del denominado “principio de libertad tarifaria” lo que ha 

devenido en situaciones desagradables para los usuarios, disgustos, 

retrasos en vuelos y por supuesto gastos n o contemplados para los 

mismos. 

 

Es así como a través de datos presentados por la Agencia Federal de 

Aviación Civil a través de la Secretaría de Comunicaciones y 

Transportes,  se presenta la información sobre el volumen de llegada de 

pasajeros en vuelos nacionales que son transportados por las diferentes 

aerolíneas que operan en nuestro país. 
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1 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Podemos ver que Volaris específicamente cuenta con un rango de 12, 

778, 102 pasajeros que utilizan dicho servicio, aunado a esto se 

presenta una tabla donde el costo por equipaje equivale a una media de 

$600.00 pesos (cabe mencionar que dicha información no está 

explicada de manera detallada al público en general y es complicado 

obtenerla en la propia página de la aerolínea) 

 

Para lo cual a través de un cálculo aproximado de $ 7,666,861,200.00 

pesos de ganancia para la aerolínea, eso sin contar los servicios 

adicionales que cobran como son “la atención personal” en el vuelo y 

en el aeropuerto con un costo de $30.00 pesos cada uno cuando esa 

atención es una obligación de la aerolínea con el usuario. 

                                                           
1 IMAGEN E INFORMACION TOMADA DE: 
https://www.datatur.sectur.gob.mx/SitePages/FlujoPorAerolinea.aspx 
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2 

 

 

 

Los legisladores del Partido del Trabajo tenemos en claro que este tipo 

de abusos no pueden continuar, de manera directa se está violando la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos por medio del 

principio de la No Discriminación y el Derecho a la Seguridad 

Jurídica de los pasajeros y/o usuarios de este servicio. 

 

A diario pueden observarse en redes sociales cientos de quejas y 

comentarios negativos de los ciudadanos respecto de los cobros 

excesivos por parte de las diferentes aerolíneas que operan en el 

territorio nacional, no obstante cuando ellos intentan preguntar o aclarar 

sus inconformidades por los altos costos son ignorados por el personal 

quienes responden con una actitud déspota y muchas veces 

                                                           
2 IMAGEN TOMADA DE LA PAGINA WEB DE VOLARIS: 
https://cms.volaris.com/globalassets/pdfs/esp/ancillariesandfees.es.pdf 
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discriminatoria hacia los usuarios, en casos excesivos utilizan policías o 

incluso a la guardia nacional para amedrentar a los pasajeros. 

 

Como se mencionaba anteriormente este tipo de actos solo denota que 

tenemos un deber con los mexicanos en cuidar su economía evitando 

que paguen mucho más por este servicio el cual no debe verse como 

un lujo si no como lo que es, una necesidad. 

 

Asimismo, ya ha sido calificado como ilegal el cobro de las aerolíneas 

por pasaje de mano en tarifas básicas, lo anterior por parte de La 

Procuraduría Federal del Consumidor (PROFECO) y también por el 

máximo tribunal en materia judicial del país la Suprema Corte de Justicia 

de la Nación quien ya ha emitido jurisprudencias al respecto que ya se 

han dado a conocer: 
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Al mismo tiempo y en palabras del titular de la Procuraduría Federal del 

Consumidor Francisco Ricardo Sheffield Padilla, se menciona lo 

siguiente: 

 

“Es algo que estamos peleando en este momento, porque de 

manera ilegal las líneas aéreas dicen que la tarifa básica no 

incluye equipaje de mano, contrario a lo que señala 

específicamente la ley”, 3 

 

Estamos de acuerdo completamente con el titular de la Procuraduría 

Federal del Consumidor (PROFECO) ya que al ser el boleto el 

documento que contiene el contrato realizado entre el concesionario o 

permisionario y el pasajero para efectuar el servicio de transporte, como 

lo especifica la Ley de Aviación Civil, al momento de adquirirlo ambas 

partes aceptan los derechos y obligaciones establecidos por dicho 

contrato, no obstante las aerolíneas se valen de la falta de aplicación de 

las disposiciones legales para retrasar vuelos, cobrar precios excesivos 

por tarifas engañosas, etc. 

 

Con base en lo anteriormente expuesto cumpliendo mi deber de 

legislador y velando por el bienestar de los mexicanos que son usuarios 

de este servicio y merecen una mejor calidad y atención en el servicio 

presento ante esta Honorable Cámara de Diputados la siguiente: 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforman diversos 

artículos de la Ley de Aviación Civil, así como de la Ley Federal de 

Protección al Consumidor, en materia de protección a los usuarios 

                                                           
3 GOLPE A AEROLÍNEAS EN MÉXICO AL PROHIBIR COBRO POR MALETA DE MANO; S/A REPORTUR.MX 
R. R. | México | 15 de octubre de 2021, consultado en fecha 17 de noviembre de 2021 en: 
https://www.reportur.com/aerolineas/2021/10/15/golpe-aerolineas-mexico-al-prohibir-cobro-pasaje-
mano/ 
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de las aerolíneas comerciales, mismo que a continuación se 

presenta cuadro comparativo para su mayor claridad: 

 

Ley de Aviación Civil 

Texto Vigente Propuesta de Reforma 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden 

público y tiene por objeto regular la 

explotación, el uso o aprovechamiento 

del espacio aéreo situado sobre el 

territorio nacional, respecto de la 

prestación y desarrollo de los servicios de 

transporte aéreo civil y de Estado.  

 

 

 

 

 

El espacio aéreo […] 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden 

público y de interés social, y tiene por 

objeto regular la explotación, el uso o 

aprovechamiento del espacio aéreo 

situado sobre el territorio nacional, 

respecto de la prestación y desarrollo de 

los servicios de transporte aéreo civil y de 

Estado, así como establecer y 

garantizar los derechos y las 

obligaciones de los pasajeros del 

transporte aéreo. 

 

El espacio aéreo […] 

 

 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, 

se entenderá por: 

 

I al XIX. [...] 

 

XX. Manual de Publicación de 

Información Aeronáutica: Medio de 

difusión de información en materia 

aeronáutica;  

 

XXI. Pasajero: Persona que se traslada a 

través del servicio de transporte aéreo. 

 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, 

se entenderá por: 

 

I al XIX. [...] 

 

XX. Ley. Ley de Aviación Civil. 

 

 

 

 

XXI. Manual de Publicación de 

Información Aeronáutica: Medio de 
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Tendrá esta calidad, desde el momento 

en que realiza el contrato con el 

concesionario o permisionario, hasta que 

se cumpla el objeto del mismo;  

 

XXII. Procuraduría: Procuraduría Federal 

del Consumidor; 

 

 

 

 

 

XXIII. Programa Estatal de Seguridad 

Operacional: Conjunto integrado de 

reglamentos y actividades destinado a 

mejorar la Seguridad operacional;  

 

XXIV. Proveedores de servicio: Entre 

otros, los concesionarios y 

permisionarios del transporte aéreo de 

servicio al público y los concesionarios y 

permisionarios aeroportuarios, el 

organismo descentralizado Aeropuertos y 

Servicios Auxiliares, el órgano 

administrativo desconcentrado Servicios 

a la Navegación en el Espacio Aéreo 

Mexicano, los permisionarios de talleres 

aeronáuticos, las organizaciones 

responsables del diseño de tipo y las 

responsables de la fabricación de 

aeronaves, los prestadores de servicios 

de tránsito aéreo, los centros de 

formación, capacitación y adiestramiento 

y los operadores aéreos de aeronaves de 

Estado distintas de las militares;  

difusión de información en materia 

aeronáutica;  

 

 

 

XXII. Pasajero: Persona que se traslada 

a través del servicio de transporte aéreo. 

Tendrá esta calidad, desde el momento 

en que realiza el contrato con el 

concesionario o permisionario, hasta que 

se cumpla el objeto del mismo;  

 

XXIII. Procuraduría: Procuraduría 

Federal del Consumidor; 

 

 

 

XXIV. Programa Estatal de Seguridad 

Operacional: Conjunto integrado de 

reglamentos y actividades destinado a 

mejorar la Seguridad operacional;  
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XXV. Ruta: Conexión de puntos en el 

territorio nacional o entre un punto en 

territorio mexicano con destino a otro 

punto en el extranjero y viceversa que 

requieren autorización de la Secretaría; 

 

XXVI. Secretaría: Secretaría de 

Comunicaciones y Transportes; 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

XXVII. Seguridad operacional: Estado en 

el que los riesgos asociados a las 

actividades de aviación relativas a la 

operación de las aeronaves, o que 

apoyan directamente dicha operación, se 

reducen y controlan a un nivel aceptable; 

 

XXVIII. Servicio al público de transporte 

 

XXV. Reglamento. Reglamento de la 

Ley de Aviación Civil. 

 

 

 

 

XXVI. Proveedores de servicio: Entre 

otros, los concesionarios y 

permisionarios del transporte aéreo de 

servicio al público y los concesionarios y 

permisionarios aeroportuarios, el 

organismo descentralizado Aeropuertos y 

Servicios Auxiliares, el órgano 

administrativo desconcentrado Servicios 

a la Navegación en el Espacio Aéreo 

Mexicano, los permisionarios de talleres 

aeronáuticos, las organizaciones 

responsables del diseño de tipo y las 

responsables de la fabricación de 

aeronaves, los prestadores de servicios 

de tránsito aéreo, los centros de 

formación, capacitación y adiestramiento 

y los operadores aéreos de aeronaves de 

Estado distintas de las militares;  

 

 

XXVII. Ruta: Conexión de puntos en el 

territorio nacional o entre un punto en 

territorio mexicano con destino a otro 

punto en el extranjero y viceversa que 

requieren autorización de la Secretaría; 

 

 

XXVIII. Secretaría: Secretaría de 
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aéreo: El que se ofrece de manera 

general y que, en términos de la presente 

Ley, incluye el servicio público sujeto a 

concesión, así como otros servicios 

sujetos a permiso;  

 

XXIX. Servicio de transporte aéreo 

nacional: El que se presta entre dos o 

más puntos dentro del territorio nacional;  

 

 

 

 

XXX. Servicio de transporte aéreo no 

regular: El que no está sujeto a rutas, 

itinerarios y frecuencias fijos, podrá ser 

nacional o internacional y de conformidad 

con lo establecido por esta Ley;  

 

 

XXXI. Servicio de transporte aéreo 

regular: El que está sujeto a itinerarios, 

frecuencias de vuelos y horarios, podrá 

ser nacional o internacional y de 

conformidad con lo establecido por esta 

Ley;  

 

XXXII. Sistema de Aeronave Piloteada a 

Distancia: Aeronave piloteada a 

distancia, su estación o estaciones 

conexas de pilotaje a distancia, los 

enlaces requeridos de mando y control y 

cualquier otro componente;  

 

XXXIII. Sistema de gestión de la 

Comunicaciones y Transportes; 

 

 

 

 

 

XXIX. Seguridad operacional: Estado en 

el que los riesgos asociados a las 

actividades de aviación relativas a la 

operación de las aeronaves, o que 

apoyan directamente dicha operación, se 

reducen y controlan a un nivel aceptable; 

 

XXX. Servicio al público de transporte 

aéreo: El que se ofrece de manera 

general y que, en términos de la presente 

Ley, incluye el servicio público sujeto a 

concesión, así como otros servicios 

sujetos a permiso;  

 

XXXI. Servicio de transporte aéreo 

nacional: El que se presta entre dos o 

más puntos dentro del territorio nacional;  

 

 

 

 

XXXII. Servicio de transporte aéreo no 

regular: El que no está sujeto a rutas, 

itinerarios y frecuencias fijos, podrá ser 

nacional o internacional y de conformidad 

con lo establecido por esta Ley;  

 

 

XXXIII. Servicio de transporte aéreo 
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seguridad operacional: Enfoque 

sistemático para la gestión de la 

Seguridad operacional que incluye las 

estructuras orgánicas, la obligación de 

rendición de cuentas, las 

responsabilidades, las políticas y 

procedimientos necesarios, y  

 

XXXIV. Tratados: Los definidos como 

tales en la fracción I del artículo 2 de la 

Ley sobre la Celebración de Tratados.  

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para efectos de la presente [..] 

 

regular: El que está sujeto a itinerarios, 

frecuencias de vuelos y horarios, podrá 

ser nacional o internacional y de 

conformidad con lo establecido por esta 

Ley;  

 

 

 

XXXIV. Sistema de Aeronave Piloteada a 

Distancia: Aeronave piloteada a 

distancia, su estación o estaciones 

conexas de pilotaje a distancia, los 

enlaces requeridos de mando y control y 

cualquier otro componente;  

 

XXXV. Sistema de gestión de la 

seguridad operacional: Enfoque 

sistemático para la gestión de la 

Seguridad operacional que incluye las 

estructuras orgánicas, la obligación de 

rendición de cuentas, las 

responsabilidades, las políticas y 

procedimientos necesarios, y  

 

XXXVI. Tratados: Los definidos como 

tales en la fracción I del artículo 2 de la 

Ley sobre la Celebración de Tratados.  

 

Para efectos de la presente […] 

 

 

Artículo 3. La explotación, uso o 

aprovechamiento del espacio aéreo 

situado sobre el territorio nacional, es de 

jurisdicción federal.  

 

Artículo 3. La explotación, uso o 

aprovechamiento del espacio aéreo 

situado sobre el territorio nacional, es de 

jurisdicción federal.  
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Corresponderá a los […] 

 

 

 

 

 

 

 

 

Los hechos ocurridos [..] 

 

Son aplicables a […] 

 

Corresponderá a los […]  

 

Asimismo, la Procuraduría conocerá 

de las controversias, quejas e 

inconformidades que los pasajeros 

presenten contra las aerolíneas y 

actuará dentro del marco de sus 

respectivas atribuciones. 

 

Los hechos ocurridos [..] 

 

Son aplicables a […] 

 

 

 

Artículo 4. La prestación y desarrollo de 

los servicios de transporte aéreo civil y la 

navegación civil en el espacio aéreo 

sobre territorio nacional se rige por lo 

previsto en esta Ley, por los tratados y, a 

falta de disposición expresa, se aplicará: 

 

I a IV […] 

 

 

Artículo 4. La prestación y desarrollo de 

los servicios de transporte aéreo civil y la 

navegación civil en el espacio aéreo 

sobre territorio nacional se rige por lo 

previsto en esta Ley, por los tratados y, a 

falta de disposición expresa, se aplicará: 

 

I a IV […] 

 

V. Ley Federal de Protección al 

Consumidor. 

 

 

Artículo 7 Bis. Los comandantes de 

aeropuerto deberán ser mexicanos por 

nacimiento que no adquieran otra 

nacionalidad, y en el ejercicio de sus 

atribuciones dependerán funcional y 

operativamente de la Agencia Federal de 

 

Artículo 7 Bis. Los comandantes de 

aeropuerto deberán ser mexicanos por 

nacimiento que no adquieran otra 

nacionalidad, y en el ejercicio de sus 

atribuciones dependerán funcional y 

operativamente de la Agencia Federal de 
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Aviación Civil, a través de los 

comandantes regionales.  

 

Los comandantes de aeropuerto tendrán 

las atribuciones que a continuación se 

mencionan, las cuales ejercerán en las 

demarcaciones geográficas que 

expresamente les sean determinadas por 

la propia Agencia Federal de Aviación 

Civil: 

 

I a III. [...] 

 

IV.- Verificar el cumplimiento de las 

condiciones de seguridad y eficiencia en 

los servicios de transporte aéreo; 

 

 

 

 

 

V a VI […] 

 

VII. Levantar actas administrativas por 

violaciones a lo previsto en esta Ley, sus 

reglamentos y normas oficiales 

mexicanas; actuar como auxiliar del 

ministerio público; cumplimentar las 

resoluciones judiciales y coordinar sus 

actividades con las demás autoridades 

que ejerzan funciones en los aeropuertos; 

y 

 

 

 

Aviación Civil, a través de los 

comandantes regionales.  

 

Los comandantes de aeropuerto tendrán 

las atribuciones que a continuación se 

mencionan, las cuales ejercerán en las 

demarcaciones geográficas que 

expresamente les sean determinadas por 

la propia Agencia Federal de Aviación 

Civil: 

 

I a III. [...] 

 

IV.- Verificar el cumplimiento de las 

condiciones de seguridad y eficiencia en 

los servicios de transporte aéreo; así 

como el respeto y cumplimiento de los 

derechos de los pasajeros, contenidas 

en esta ley y en las demás 

disposiciones aplicables; 

 

V a VI […] 

 

VII. Levantar actas administrativas por 

violaciones a los derechos de los 

pasajeros y disposiciones contenidas 

en esta Ley, sus reglamentos y normas 

oficiales mexicanas; actuar como auxiliar 

del ministerio público y de la 

Procuraduría; cumplimentar las 

resoluciones judiciales y 

administrativas; y coordinar sus 

actividades con las demás autoridades 

que ejerzan funciones en los aeropuertos; 
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VIII. Las demás que señalen esta Ley y 

otros ordenamientos aplicables. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Para estos efectos, […] 

 

 

VIII. Verificar el cumplimiento de los 

derechos y las obligaciones de los 

pasajeros previstos en el Capítulo X 

Bis de esta Ley, y en caso de 

incumplimiento procederá y actuará 

conforme a lo establecido en la 

fracción anterior; 

 

IX. Remitir para su debido despacho a 

la Procuraduría o al Ministerio Público, 

según corresponda, las actas 

administrativas señaladas en la 

fracción VII de este artículo;  

 

X.- Atender y orientar a los usuarios 

que se inconformen por los presuntos 

actos indebidos de las aerolíneas, a 

efecto de iniciar en su caso la queja 

respectiva; y 

  

XI.-Las demás que señalen esta Ley y 

otros ordenamientos aplicables.  

 

Para estos efectos, […] 

 

 

Artículo 15. Las concesiones o los 

permisos se podrán revocar por: 

 

I a V. [...] 

 

VI. Aplicar tarifas diferentes a las 

registradas, o en su caso, aprobadas; 

 

 

Artículo 15. Las concesiones o los 

permisos se revocarán por: 

 

I a V. [...] 

 

VI. Aplicar tarifas diferentes a las 

registradas, o en su caso, aprobadas; 

asimismo, por incumplir con lo 
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VII a XV […] 

 

 

La Secretaría revocará las concesiones o 

permisos de manera inmediata 

únicamente en los supuestos de las 

fracciones I a V, VII y XIV anteriores. De 

igual forma procederá en el caso de la 

fracción X, cuando a su juicio sea grave 

la infracción para la seguridad de la 

operación.  

 

En los casos de las fracciones VI, VIII, IX, 

XI, XII y XIII la Secretaría sólo revocará la 

concesión o permiso cuando previamente 

hubiese sancionado al respectivo 

concesionario o permisionario, por lo 

menos en tres ocasiones por las causas 

previstas en la misma fracción.  

 

El titular de una concesión [...] 

 

 

establecido en las fracciones I, II y IX 

del artículo 47 Bis de esta ley. 

 

VII a XV […] 

 

 

La Secretaría revocará las concesiones o 

permisos de manera inmediata 

únicamente en los supuestos de las 

fracciones I a VI, VII y XIV anteriores. De 

igual forma procederá en el caso de la 

fracción X, cuando a su juicio sea grave 

la infracción para la seguridad de la 

operación.  

 

En los casos de las fracciones VIII, IX, XI, 

XII y XIII la Secretaría sólo revocará la 

concesión o permiso cuando previamente 

hubiese sancionado al respectivo 

concesionario o permisionario, por lo 

menos en tres ocasiones por las causas 

previstas en la misma fracción.  

 

El titular de una concesión [...] 

 

 

Artículo 39. Los concesionarios o 

permisionarios tendrán la obligación, de 

conformidad con la ley de la materia, de 

proporcionar al personal a que se refiere 

el artículo anterior, la capacitación y el 

adiestramiento que se requiera para que 

la prestación de los servicios sea eficiente 

y segura.  

 

Artículo 39. Los concesionarios o 

permisionarios tendrán la obligación, de 

conformidad con la ley de la materia, de 

proporcionar al personal a que se refiere 

el artículo anterior, la capacitación y el 

adiestramiento que se requiera para que 

la prestación de los servicios sea eficiente 

y segura.  
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Los instructores que [...] 

 

La Secretaría, sin [...]. 

 

Sin menoscabo de lo anterior, los 

concesionarios o permisionarios, 

también tendrán la obligación de 

capacitar a todo su personal, respecto 

a los derechos y obligaciones de los 

pasajeros contenidos en esta Ley, en 

su Reglamento, y en las demás 

disposiciones normativas de 

aplicación obligatoria. 

 

Los instructores que [...] 

 

La Secretaría, sin [...] 

 

 

 

Artículo 42. Los concesionarios o 

permisionarios fijarán libremente las 

tarifas por los servicios que presten, en 

términos que permitan la prestación de 

los servicios en condiciones satisfactorias 

de calidad, competitividad, seguridad y 

permanencia. 

 

 

 

 

 

Las tarifas internacionales [...] 

 

Las tarifas deberán […] 

 

La Secretaría podrá […] 

 

 

Artículo 42. Los concesionarios o 

permisionarios fijarán libremente las 

tarifas por los servicios que presten, en 

términos que permitan la prestación de 

los servicios en condiciones satisfactorias 

de calidad, competitividad, seguridad y 

permanencia, atendiendo en todo 

momento los derechos y las 

obligaciones de los pasajeros 

previstos en el Capítulo X Bis de esta 

Ley. 

 

Las tarifas internacionales [...] 

 

Las tarifas deberán […] 

 

La Secretaría podrá […] 
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En las tarifas […] 

 

 

En las tarifas […] 

 

 

Artículo 47 Bis. El concesionario o 

permisionario está obligado a 

proporcionar un servicio de calidad y 

eficiente a todos sus pasajeros. Para 

garantizar lo anterior, deberá respetar y 

cumplir con cuando menos los siguientes 

derechos del pasajero: 

 

I.-Los pasajeros con alguna discapacidad 

tienen derecho a ser transportados por 

los concesionarios o permisionarios. Los 

concesionarios o permisionarios deberán 

establecer mecanismos para garantizar 

el transporte de personas con 

discapacidad, conforme a las medidas de 

seguridad operacional. Los pasajeros con 

discapacidad que requieran transportar 

instrumentos inherentes a su condición, 

podrán hacerlo de acuerdo a lo 

establecido por el artículo 47 Bis 1 de la 

presente Ley. No se podrán establecer 

condiciones o aplicar cargos adicionales 

para permitir el abordaje de personas con 

discapacidad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

Artículo 47 Bis. El concesionario o 

permisionario está obligado a 

proporcionar un servicio de calidad y 

eficiente a todos sus pasajeros. Para 

garantizar lo anterior, deberá respetar y 

cumplir obligatoriamente con los 

siguientes derechos del pasajero: 

 

I.-Los pasajeros con alguna discapacidad 

tienen derecho a ser transportados por 

los concesionarios o permisionarios. Los 

concesionarios o permisionarios deberán 

establecer mecanismos para garantizar 

el transporte de personas con 

discapacidad, conforme a las medidas de 

seguridad operacional. Asimismo, los 

concesionarios o permisionarios 

deberán establecer para los pasajeros 

con alguna discapacidad y en su caso 

para un acompañante que los auxilie 

una tarifa preferencial de por lo menos 

el 50 por ciento menor al costo regular. 

Del mismo modo, los pasajeros con 

discapacidad que requieran transportar 

instrumentos inherentes a su condición, 

podrán hacerlo de acuerdo a lo 

establecido por el artículo 47 Bis 1 de la 

presente Ley. No se podrán establecer 

condiciones o aplicar cargos adicionales 

para permitir el abordaje de personas con 

discapacidad. 
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II.- El pasajero mayor de edad puede, sin 

pago de ninguna tarifa, llevar a un infante 

menor de dos años a su cuidado sin 

derecho a asiento y sin derecho a 

franquicia de equipaje, por lo que el 

concesionario o permisionario está 

obligado a expedir sin costo alguno a 

favor del infante el boleto y pase de 

abordar correspondiente. Únicamente en 

este caso, el pasajero podrá transportar 

sin cargo adicional una carriola para el 

infante. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

II.- El pasajero mayor de edad puede, sin 

pago de ninguna tarifa, llevar a un infante 

de hasta tres años a su cuidado, por lo 

que el concesionario o permisionario está 

obligado a expedir sin costo alguno a 

favor del infante el boleto y pase de 

abordar correspondiente. Únicamente en 

este caso, el pasajero podrá transportar 

sin cargo adicional una carriola para el 

infante además de una pieza de objeto 

personal exclusivamente para uso de 

los accesorios del infante. 

 

En el caso de los infantes de 3 años 

cumplidos y hasta 6 años de edad, los 

concesionarios o permisionarios 

deberán establecer una tarifa 

preferencial de por lo menos el 50 por 

ciento menor al costo regular con 

derecho a asiento y a franquicia de 

equipaje. 

 

Los concesionarios o permisionarios 

deberán establecer una tarifa 

preferencial de por lo menos el 50 por 

ciento menor al costo regular para los 

adultos mayores de 65 años o más. 

Asimismo, deberán contar con la 

infraestructura y el personal dirigidos 

a la atención de este sector de la 

población. 

 

Del mismo modo el concesionario o 

permisionario podrá permitir el viaje 
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III a VIII (…) 

 

IX. Para vuelos nacionales e 

internacionales, el pasajero podrá 

transportar como mínimo y sin cargo 

alguno, veinticinco kilogramos de 

equipaje cuando los vuelos se realicen en 

aeronaves con capacidad para veinte 

pasajeros o más, y quince kilogramos 

cuando la aeronave sea de menor 

capacidad, siempre que acate las 

indicaciones del concesionario o 

permisionario en cuanto al número de 

piezas y restricciones de volumen. El 

exceso de equipaje debe ser 

transportado de acuerdo con la 

capacidad disponible de la aeronave y el 

concesionario o permisionario, en este 

caso, tiene derecho a solicitar al pasajero 

un pago adicional. 

 

 

 

 

 

de hasta una mascota de compañía de 

pequeñas dimensiones con el usuario; 

previo cumplimiento de los requisitos 

establecidos por el mismo. 

 

 

 

 

 

 

III a VIII (…) 

 

IX. Para vuelos nacionales e 

internacionales, el pasajero podrá 

transportar como mínimo y sin cargo 

alguno, veinticinco kilogramos de 

equipaje documentado cuando los 

vuelos se realicen en aeronaves con 

capacidad para veinte pasajeros o más, y 

quince kilogramos cuando la aeronave 

sea de menor capacidad, siempre que 

acate las indicaciones del concesionario 

o permisionario en cuanto al número de 

piezas y restricciones de volumen, pero 

no podrá realizar cobros por pesos y 

dimensiones menores a los 

establecidos en este párrafo. El exceso 

de equipaje debe ser transportado de 

acuerdo con la capacidad disponible de la 

aeronave y el concesionario o 

permisionario, en este caso, tiene 

derecho a solicitar al pasajero un pago 

adicional. 
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El concesionario o […] 

 

 Además, el pasajero podrá llevar en 

cabina hasta dos piezas de equipaje de 

mano. Las dimensiones de cada pieza de 

equipaje de mano serán de hasta 55 

centímetros de largo por 40 centímetros 

de ancho por 25 centímetros de alto, y el 

peso de ambas no deberá exceder los 

diez kilogramos, siempre y cuando por su 

naturaleza o dimensiones no disminuyan 

la seguridad y la comodidad de los 

pasajeros. El permisionario o 

concesionario se asegurará que todo el 

equipaje de mano embarcado en el avión 

e introducido en la cabina de pasajeros 

quede bien asegurado y retenido, que se 

prevenga que caiga de los 

compartimientos superiores y cause 

alguna lesión, que no obstruya las salidas 

y equipo de emergencia, que no exceda 

las limitaciones de peso de los 

compartimientos de almacenaje, que no 

se lleve equipaje de mano durante una 

evacuación, así como que cuente con los 

procedimientos para el manejo del 

exceso en equipaje de mano. El 

permisionario o concesionario podrá 

solicitar al pasajero un pago por peso y 

dimensiones adicionales del equipaje de 

mano, pero no podrá realizar cobros por 

pesos y dimensiones menores a los 

establecidos en este párrafo.  

 

 

El concesionario o […] 

 

 Además, el pasajero podrá llevar en 

cabina hasta dos piezas de equipaje de 

mano sin cargo alguno. Las 

dimensiones de cada pieza de equipaje 

de mano serán de hasta 55 centímetros 

de largo por 40 centímetros de ancho por 

25 centímetros de alto, y el peso de 

ambas no deberá exceder los diez 

kilogramos. Además, el pasajero podrá 

llevar en cabina hasta dos piezas de 

objetos personales sin cargo alguno. 

Los cuales deben ir debajo del asiento 

del frente del pasajero. El permisionario 

o concesionario se asegurará que todo el 

equipaje de mano y las dos piezas de 

objetos personales sean embarcados 

en el avión e introducidos en la cabina 

de pasajeros queden bien asegurados 

y retenidos, que se prevenga que caiga 

de los compartimientos superiores y 

cause alguna lesión, que no obstruya las 

salidas y equipo de emergencia, que no 

exceda las limitaciones de peso de los 

compartimientos de almacenaje, que no 

se lleve equipaje de mano durante una 

evacuación, así como que cuente con los 

procedimientos para el manejo del 

exceso en equipaje de mano. El 

permisionario o concesionario podrá 

solicitar al pasajero un pago por peso que 

y dimensiones adicionales del equipaje 

de mano, siempre y cuando este no sea 

excesivo y engañoso para lo anterior 
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Para los servicios [...] 

 

 

 X. El pasajero tiene derecho a conocer 

los términos del contrato, así como los 

derechos de los que goza. Los 

permisionarios y concesionarios deberán 

informar al pasajero, al momento de la 

compra del boleto, acerca de los términos 

y condiciones del servicio contratado, las 

políticas de compensación, así como los 

derechos de los pasajeros.  

 

El concesionario o […] 

 

Toda cláusula o […] 

 

En caso de que el pasajero decida viajar 

sin equipaje, el concesionario o 

permisionario podrá ofertar una tarifa 

preferencial en beneficio del pasajero. 

 

 

se atenderá a tarifas establecidas por 

la Secretaría; pero no podrá realizar 

cobros por pesos y dimensiones menores 

a los establecidos en este párrafo. 

 

 

 

 

Para los servicios [...] 

 

 

 X. El pasajero tiene derecho a conocer 

los términos del contrato, así como los 

derechos de los que goza. Los 

permisionarios y concesionarios deberán 

informar al pasajero, al momento de la 

compra del boleto, acerca de los términos 

y condiciones del servicio contratado, las 

políticas de compensación, así como los 

derechos de los pasajeros. 

 

El concesionario o […] 

 

Toda cláusula o […] 

 

Los concesionarios o permisionarios 

no podrán ofertar tarifas que no 

incluyan el equipaje documentado, de 

mano y las dos piezas de objetos 

personales a que tienen derecho los 

pasajeros. 
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Ley Federal de Protección al Consumidor 

 

 

Artículo 24. La procuraduría tiene las 

siguientes atribuciones:  

 

I-XXVI […] 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

XXVII.- Las demás que le confieran esta 

ley y otros ordenamientos. 

 

Artículo 24. La procuraduría tiene las 

siguientes atribuciones:  

 

I-XXVI […] 

 

XXVII.- Implementar, administrar y 

operar módulos digitales en los 

aeropuertos del país para que 

exclusivamente los usuarios del 

servicio aéreo puedan formular sus 

inconformidades y quejas en contra de 

los concesionarios o permisionarios. 

 

XXVIII.- Las demás que le confieran esta 

ley y otros ordenamientos. 

 

  

 

 

Transitorios 

 

Primero. - El presente Decreto entrará en 

vigor el día siguiente al de su publicación 

en el Diario Oficial de la Federación.  

 

Segundo. - Se derogan todas las 

disposiciones que se opongan al 

presente decreto. 

 

 

 

Es por todo lo anterior que se somete a la consideración de esta H. 

Soberanía el siguiente: 
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DECRETO 

  

PRIMERO.- Se reforman el Artículo 1 párrafo primero; Artículo 2 

adicionándose las fracciones XX y XXV, recorriéndose las fracciones 

consecuentes; Artículo 3 adicionándose un párrafo tercero, 

recorriéndose los párrafos consecuentes; Artículo 4 adicionándose la 

fracción V; Artículo 7 Bis reformándose las fracciones IV y VII, 

adicionándose las fracciones VIII, IX y X, recorriéndose la fracción 

consecuente; Artículo 15 se reforman primer párrafo y su fracción VI, 

así como los párrafos segundo y tercero; Artículo 39 se adiciona un 

párrafo segundo, recorriéndose los párrafos consecuentes; Artículo 42 

reformándose párrafo primero; Artículo 47 Bis reformándose el párrafo 

primero; se modifica la fracción 1;  se adiciona un párrafo segundo 

tercero y cuarto a la fracción  II; se modifican los párrafos primero y 

tercero de la  fracción IX;  y se modifica el párrafo 4to de la fracción X 

para quedar como sigue: 

 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público y de interés social, y 

tiene por objeto regular la explotación, el uso o aprovechamiento del 

espacio aéreo situado sobre el territorio nacional, respecto de la prestación 

y desarrollo de los servicios de transporte aéreo civil y de Estado, así 

como establecer y garantizar los derechos y las obligaciones de los 

pasajeros del transporte aéreo. 

El espacio aéreo […] 

 

Artículo 2. Para los efectos de esta Ley, se entenderá por: 
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I a XIX. [...] 

XX. Ley: Ley de Aviación Civil. 

XXI. Manual de Publicación de Información Aeronáutica: Medio de difusión 

de información en materia aeronáutica;  

XXII. Pasajero: Persona que se traslada a través del servicio de transporte 

aéreo. Tendrá esta calidad, desde el momento en que realiza el contrato 

con el concesionario o permisionario, hasta que se cumpla el objeto del 

mismo;  

XXIII. Procuraduría: Procuraduría Federal del Consumidor; 

XXIV. Programa Estatal de Seguridad Operacional: Conjunto integrado de 

reglamentos y actividades destinado a mejorar la Seguridad operacional;  

XXV. Reglamento: Reglamento de la Ley de Aviación Civil. 

XXVI. Proveedores de servicio: Entre otros, los concesionarios y 

permisionarios del transporte aéreo de servicio al público y los 

concesionarios y permisionarios aeroportuarios, el organismo 

descentralizado Aeropuertos y Servicios Auxiliares, el órgano 

administrativo desconcentrado Servicios a la Navegación en el Espacio 

Aéreo Mexicano, los permisionarios de talleres aeronáuticos, las 

organizaciones responsables del diseño de tipo y las responsables de la 

fabricación de aeronaves, los prestadores de servicios de tránsito aéreo, 

los centros de formación, capacitación y adiestramiento y los operadores 

aéreos de aeronaves de Estado distintas de las militares;  

XXVII. Ruta: Conexión de puntos en el territorio nacional o entre un punto 

en territorio mexicano con destino a otro punto en el extranjero y viceversa 

que requieren autorización de la Secretaría; 

XXVIII. Secretaría: Secretaría de Comunicaciones y Transportes; 

XXIX. Seguridad operacional: Estado en el que los riesgos asociados a las 

actividades de aviación relativas a la operación de las aeronaves, o que 

apoyan directamente dicha operación, se reducen y controlan a un nivel 

aceptable; 
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XXX. Servicio al público de transporte aéreo: El que se ofrece de manera 

general y que, en términos de la presente Ley, incluye el servicio público 

sujeto a concesión, así como otros servicios sujetos a permiso;  

XXXI. Servicio de transporte aéreo nacional: El que se presta entre dos o 

más puntos dentro del territorio nacional;  

XXXII. Servicio de transporte aéreo no regular: El que no está sujeto a 

rutas, itinerarios y frecuencias fijos, podrá ser nacional o internacional y de 

conformidad con lo establecido por esta Ley;  

XXXIII. Servicio de transporte aéreo regular: El que está sujeto a 

itinerarios, frecuencias de vuelos y horarios, podrá ser nacional o 

internacional y de conformidad con lo establecido por esta Ley;  

XXXIV. Sistema de Aeronave Piloteada a Distancia: Aeronave piloteada a 

distancia, su estación o estaciones conexas de pilotaje a distancia, los 

enlaces requeridos de mando y control y cualquier otro componente;  

XXXV. Sistema de gestión de la seguridad operacional: Enfoque 

sistemático para la gestión de la Seguridad operacional que incluye las 

estructuras orgánicas, la obligación de rendición de cuentas, las 

responsabilidades, las políticas y procedimientos necesarios, y  

XXXVI. Tratados: Los definidos como tales en la fracción I del artículo 2 de 

la Ley sobre la Celebración de Tratados.  

Para efectos de la presente [..] 

 

Artículo 3. La explotación, uso o aprovechamiento del espacio aéreo 

situado sobre el territorio nacional, es de jurisdicción federal.  

Corresponderá a los tribunales federales conocer de las controversias que 

se susciten con motivo de la aplicación de esta Ley, sin perjuicio de que 

las controversias que surjan entre particulares se sometan a arbitraje, de 

conformidad con las disposiciones aplicables.  
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Asimismo, la Procuraduría conocerá de las controversias, quejas e 

inconformidades que los pasajeros presenten contra las aerolíneas y 

actuará dentro del marco de sus respectivas atribuciones. 

Los hechos ocurridos [..] 

Son aplicables a […] 

 

Artículo 4. La prestación y desarrollo de los servicios de transporte aéreo 

civil y la navegación civil en el espacio aéreo sobre territorio nacional se 

rige por lo previsto en esta Ley, por los tratados y, a falta de disposición 

expresa, se aplicará: 

I a IV […] 

V. Ley Federal de Protección al Consumidor. 

 

Artículo 7 Bis. Los comandantes de aeropuerto deberán ser mexicanos 

por nacimiento que no adquieran otra nacionalidad, y en el ejercicio de sus 

atribuciones dependerán funcional y operativamente de la Agencia Federal 

de Aviación Civil, a través de los comandantes regionales.  

Los comandantes de aeropuerto tendrán las atribuciones que a 

continuación se mencionan, las cuales ejercerán en las demarcaciones 

geográficas que expresamente les sean determinadas por la propia 

Agencia Federal de Aviación Civil: 

I a III. [...] 

IV.- Verificar el cumplimiento de las condiciones de seguridad y eficiencia 

en los servicios de transporte aéreo; así como el respeto y cumplimiento 

de los derechos de los pasajeros, contenidas en esta ley y en las 

demás disposiciones aplicables; 

V a VI […] 

VII. Levantar actas administrativas por violaciones a los derechos de los 

pasajeros y disposiciones contenidas en esta Ley, sus reglamentos y 
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normas oficiales mexicanas; actuar como auxiliar del ministerio público y 

de la Procuraduría; cumplimentar las resoluciones judiciales y 

administrativas; y coordinar sus actividades con las demás autoridades 

que ejerzan funciones en los aeropuertos; 

VIII. Verificar el cumplimiento de los derechos y las obligaciones de 

los pasajeros previstos en el Capítulo X Bis de esta Ley, y en caso de 

incumplimiento procederá y actuará conforme a lo establecido en la 

Fracción anterior; 

IX. Remitir a la Procuraduría o al Ministerio Público, según 

corresponda, las actas administrativas señaladas en la Fracción VII 

de este artículo;  

X.- Atender y orientar a los usuarios que se inconformen por los 

presuntos actos indebidos de las aerolíneas, a efecto de iniciar el 

procedimiento respectivo; y 

XI.-Las demás que señalen esta Ley y otros ordenamientos aplicables.  

Para estos efectos, […] 

 

Artículo 15. Las concesiones o los permisos se revocarán por: 

I a V. [...] 

VI. Aplicar tarifas diferentes a las registradas, o en su caso, aprobadas; 

asimismo, por incumplir con lo establecido en las fracciones I, II y IX 

del artículo 47 Bis de esta ley; 

VII a XV […] 

La Secretaría revocará las concesiones o permisos de manera inmediata 

únicamente en los supuestos de las fracciones I a VII y XIV anteriores. De 

igual forma procederá en el caso de la fracción X, cuando a su juicio sea 

grave la infracción para la seguridad de la operación. 

En los casos de las fracciones VIII, IX, XI, XII y XIII la Secretaría sólo 

revocará la concesión o permiso cuando previamente hubiese sancionado 
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al respectivo concesionario o permisionario, por lo menos en tres ocasiones 

por las causas previstas en la misma fracción. 

El titular de una concesión [...] 

 

Artículo 39. Los concesionarios o permisionarios tendrán la obligación, de 

conformidad con la ley de la materia, de proporcionar al personal a que se 

refiere el artículo anterior, la capacitación y el adiestramiento que se 

requiera para que la prestación de los servicios sea eficiente y segura. 

Sin menoscabo de lo anterior, los concesionarios o permisionarios, 

también tendrán la obligación de capacitar a todo su personal, 

respecto a los derechos y obligaciones de los pasajeros contenidos en 

esta Ley, en su Reglamento, y en las demás disposiciones normativas 

de aplicación obligatoria. 

Los instructores que [...] 

La Secretaría, sin [...] 

 

Artículo 42. Los concesionarios o permisionarios fijarán libremente las 

tarifas por los servicios que presten, en términos que permitan la prestación 

de los servicios en condiciones satisfactorias de calidad, competitividad, 

seguridad y permanencia, atendiendo en todo momento los derechos y 

las obligaciones de los pasajeros previstos en el Capítulo X Bis de esta 

Ley. 

Las tarifas internacionales [...] 

Las tarifas deberán […] 

La Secretaría podrá […] 

En las tarifas […] 

 

Artículo 47 Bis. El concesionario o permisionario está obligado a 

proporcionar un servicio de calidad y eficiente a todos sus pasajeros. Para 
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garantizar lo anterior, deberá respetar y cumplir obligatoriamente con los 

siguientes derechos del pasajero: 

I.-Los pasajeros con alguna discapacidad tienen derecho a ser transportados 

por los concesionarios o permisionarios. Los concesionarios o permisionarios 

deberán establecer mecanismos para garantizar el transporte de personas 

con discapacidad, conforme a las medidas de seguridad operacional. 

Asimismo, los concesionarios o permisionarios deberán establecer 

para los pasajeros con alguna discapacidad y en su caso para un 

acompañante que los auxilie una tarifa preferencial de por lo menos el 

50 por ciento menor al costo regular. 

Del mismo modo, los pasajeros con discapacidad que requieran transportar 

instrumentos inherentes a su condición, podrán hacerlo de acuerdo a lo 

establecido por el artículo 47 Bis 1 de la presente Ley. No se podrán 

establecer condiciones o aplicar cargos adicionales para permitir el abordaje 

de personas con discapacidad. 

 

II.- El pasajero mayor de edad puede, sin pago de ninguna tarifa, llevar a un 

infante de hasta tres años a su cuidado, por lo que el concesionario o 

permisionario está obligado a expedir sin costo alguno a favor del infante el 

boleto y pase de abordar correspondiente. Únicamente en este caso, el 

pasajero podrá transportar sin cargo adicional una carriola para el infante, 

además de una pieza de objeto personal exclusivamente para uso de 

los accesorios del infante. 

 

En el caso de los infantes de 3 años cumplidos y hasta 6 años de edad, 

los concesionarios o permisionarios deberán establecer una tarifa 

preferencial de por lo menos el 50 por ciento menor al costo regular 

con derecho a asiento y a franquicia de equipaje. 

 

Los concesionarios o permisionarios deberán establecer una tarifa 

preferencial de por lo menos el 50 por ciento menor al costo regular 
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para los adultos mayores de 65 años o más. Asimismo, deberán contar 

con la infraestructura y el personal dirigidos a la atención de este 

sector de la población. 

 

Del mismo modo el concesionario o permisionario podrá permitir el 

viaje de hasta una mascota de compañía de pequeñas dimensiones 

con el usuario; previo cumplimiento de los requisitos establecidos por 

el mismo. 

 

III a VIII (…) 

 

IX. Para vuelos nacionales e internacionales, el pasajero podrá transportar 

como mínimo y sin cargo alguno, veinticinco kilogramos de equipaje 

documentado cuando los vuelos se realicen en aeronaves con capacidad 

para veinte pasajeros o más, y quince kilogramos cuando la aeronave sea de 

menor capacidad, siempre que acate las indicaciones del concesionario o 

permisionario en cuanto al número de piezas y restricciones de volumen, 

pero no podrá realizar cobros por pesos y dimensiones menores a los 

establecidos en este párrafo. El exceso de equipaje debe ser transportado 

de acuerdo con la capacidad disponible de la aeronave y el concesionario o 

permisionario, en este caso, tiene derecho a solicitar al pasajero un pago 

adicional. 

El concesionario o […] 

 

 Además, el pasajero podrá llevar en cabina hasta dos piezas de equipaje de 

mano sin cargo alguno. Las dimensiones de cada pieza de equipaje de mano 

serán de hasta 55 centímetros de largo por 40 centímetros de ancho por 25 

centímetros de alto, y el peso de ambas no deberá exceder los diez kilogramos. 

Además, el pasajero podrá llevar en cabina hasta dos piezas de objetos 

personales sin cargo alguno. Los cuales deben ir debajo del asiento del 

frente del pasajero. El permisionario o concesionario se asegurará que todo 
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el equipaje de mano y las dos piezas de objetos personales sean 

embarcados en el avión e introducidos en la cabina de pasajeros queden 

bien asegurados y retenidos, que se prevenga que caiga de los 

compartimientos superiores y cause alguna lesión, que no obstruya las salidas 

y equipo de emergencia, que no exceda las limitaciones de peso de los 

compartimientos de almacenaje, que no se lleve equipaje de mano durante una 

evacuación, así como que cuente con los procedimientos para el manejo del 

exceso en equipaje de mano. El permisionario o concesionario podrá solicitar 

al pasajero un pago por peso que y dimensiones adicionales del equipaje de 

mano, siempre y cuando este no sea excesivo y engañoso para lo anterior 

se atenderá a tarifas establecidas por la Secretaría; pero no podrá realizar 

cobros por pesos y dimensiones menores a los establecidos en este párrafo. 

 

Para los servicios [...] 

 

 X. El pasajero tiene derecho a conocer los términos del contrato, así como los 

derechos de los que goza. Los permisionarios y concesionarios deberán 

informar al pasajero, al momento de la compra del boleto, acerca de los 

términos y condiciones del servicio contratado, las políticas de compensación, 

así como los derechos de los pasajeros. 

 

El concesionario o […] 

 

Toda cláusula o […] 

 

Los concesionarios o permisionarios no podrán ofertar tarifas que no 

incluyan el equipaje documentado, de mano y las dos piezas de 

objetos personales a que tienen derecho los pasajeros 
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ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Primero. - El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación. 

Segundo. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 

presente decreto.  

 

SEGUNDO. - Se adiciona fracción XXVII al primer párrafo del artículo 

24 de la Ley Federal de Protección al Consumidor, recorriéndose la 

fracción consecuente, para quedar como sigue: 

 

Artículo 24. La procuraduría tiene las siguientes atribuciones:  

I a XXVI […] 

XXVII.- Implementar, administrar y operar módulos digitales en los 

aeropuertos del país para que exclusivamente los usuarios del servicio 

aéreo puedan formular sus inconformidades y quejas en contra de los 

concesionarios o permisionarios. 

XXVIII.- Las demás que le confieran esta ley y otros ordenamientos. 

 

 

ARTÍCULOS TRANSITORIOS 

Primero. - El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su 

publicación en el Diario Oficial de la Federación.  

Segundo. - Se derogan todas las disposiciones que se opongan al 

presente decreto. 
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Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro de 

la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión, a veintinueve de 

septiembre de 2022. 

  

 

 

Dip. Armando Reyes Ledesma 

Baja California 

Grupo Parlamentario del Partido del Trabajo 

¡Unidad Nacional, Todo el Poder al Pueblo! 

 

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE 

REFORMAN DIVERSOS ARTÍCULOS DE LA LEY DE AVIACIÓN 

CIVIL, ASÍ COMO DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIÓN AL 

CONSUMIDOR, EN MATERIA DE PROTECCIÓN A LOS DERECHOS 

DE LOS USUARIOS DE LAS AEROLÍNEAS COMERCIALES. 
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